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San Luis Potosí, San Luis Potosí,  dos de junio de dos mil veinticinco. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2024/SS-2, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el siete de agosto de dos mil veinticuatro por **********presunto responsable, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de nueve de mayo de dos mil veinticuatro, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal al resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa **********; turnado a ésta Sala Superior el dieciséis de agosto siguiente, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de dicha Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- Precisión. Es preciso destacar que en la presente ejecutoria se omitirán los datos que pudiesen identificar a las víctimas u ofendidos en términos del artículo 93 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
; por tanto, el nombre de las víctimas se identificarían con las iniciales **********y ********** (víctimas directas).

II. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para resolver el presente procedimiento de responsabilidad administrativa.

SEGUNDO. Se determina que sí existen elementos suficientes para declarar responsable por la falta administrativa al servidor público **********, en su carácter de Director De Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en la comisión de la falta administrativa grave definida como ABUSO DE FUNCIONES en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, conforme a las consideraciones expuestas en la presente resolución.
TERCERO. Toda vez que sí existen elementos suficientes para declarar plenamente responsable al servidor público ********** en la comisión de la falta administrativa grave imputada por la Autoridad Investigadora en el presente procedimiento, de acuerdo a la individualización de la sanción, así como a lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 206 de la Ley de Responsabilidades de mérito, se impone al C. **********, la sanción administrativa consistente en INHABILITACIÓN TEMPORAL PARA DESEMPEÑAR EMPLEOS, CARGOS O COMISIONES EN EL SERVICIO PÚBLICO Y PARA PARTICIPAR EN ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS, SERVICIOS U OBRAS PÚBLICAS, por un período de seis meses, de conformidad con lo previsto en el numeral 77, último párrafo, de la multicitada Ley.
[…]”

III.- Inconforme con la referida determinación, **********presunto responsable, aquí recurrente, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el siete de agosto del año inmediato anterior, en la Oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el dieciséis siguiente; atendiendo a que por auto de quince de agosto del año en cita, con fundamento en el párrafo segundo, del artículo 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********
IV.- Por acuerdo de veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********presunto responsable, aquí apelante; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta al **********autoridad substanciadora, al**********autoridad investigadora, a la **********tercero denunciante, así como a **********y********** (víctimas directas),**********terceras interesadas, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

V.- En auto de veintinueve de agosto de dos mil veinticuatro
, se recibió escrito signado por Carolina Souberbielle Cuevas, en su carácter de Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual desahogó la vista otorgada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la parte actora; y en acuerdo de cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro
, visto el estado procesal que guardaban los autos de los que se advirtió que la tercera denunciante**********Titular de la Instancia Municipal de las Mujeres de San Luis Potosí, así como las terceras interesadas de identidad reservada con iniciales **********y**********no desahogaron la referida vista en el término otorgado, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 219, último párrafo de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.**********
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 152, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y 217, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 218. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante el Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”

“ARTÍCULO 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados. 

En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

De los citados artículos se obtiene que la Litis en segunda instancia se integra con la sentencia definitiva emitida por el Magistrado de Sala Unitaria de origen y con los agravios de la o las partes recurrentes.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en el artículo 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el servidor público o el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, de aplicación supletoria conforme a lo establecido en el artículo 121, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados, además el precepto 220, último párrafo de la misma Ley, señala también que debe darse preferencia al estudio de las violaciones de fondo aún de manera oficiosa; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
De ahí que resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación
. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de **********presunto responsable en el expediente de responsabilidad administrativa **********.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el párrafo primero del artículo 218, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada al presunto responsable y recurrente el tres de julio de dos mil veinticuatro
, por lo que dicha notificación surtió efectos el cuatro siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del cinco de julio al trece de agosto de dos mil veinticuatro; en ese lapso no deben contar el seis, siete, trece y catorce de julio, tres, cuatro, diez y once de agosto, por ser inhábiles (sábados y domingos), todos del dos mil veinticuatro, el dieciocho de julio de la misma anualidad, por haberse declarado la suspensión de labores de este Órgano Jurisdiccional, con motivo del aniversario luctuoso de Benito Pablo Juárez García, del diecinueve de julio al dos de agosto del referido año, por corresponder al primer periodo vacacional de este órgano jurisdiccional, así como el doce de agosto del presente año, por declararse la suspensión de labores de este órgano jurisdiccional, con motivo del día del Burócrata, conforme al artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para el año dos mil veinticuatro; por lo que si el recurso de apelación se presentó el siete de agosto de dos mil veinticuatro, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con artículo 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, de la interpretación armónica de ambos artículos, se desprende que el recurso de apelación intentado por **********presunto responsable, resulta procedente, en atención a que la resolución que se impugna de nueve de mayo de dos mil veinticuatro, fue emitida en el expediente de responsabilidad administrativa **********, por la Segunda  Sala Unitaria de este Tribunal, en el que la materia es de responsabilidades administrativas, de modo que el asunto encuadra en el supuesto de procedencia previsto por el artículo 217, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el artículo 152, penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Para una mejor comprensión de la Litis se narran los antecedentes que se desprenden de autos:
a) El veintitrés de septiembre de dos mil veintidós
, el Titular de la Unidad Substanciadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en funciones de autoridad substanciadora, remitió a este Tribunal informe de presunta responsabilidad emitido por el Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento referido y anexos consistentes en los expedientes ********** y **********en que se determinó que el servidor público **********, quien ostentaba el cargo de Director de Deportes Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí,  incurrió en la falta administrativa grave de abuso de funciones, establecida en el artículo 56, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación a lo dispuesto por el artículo 9, fracciones II y XV, del Código de Ética de los Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, el dieciséis de marzo de dos mil diecinueve.
b) En acuerdo de treinta y uno de octubre de dos mil veintidós
, la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, recibió y admitió el informe de presunta responsabilidad por la falta grave de abuso de funciones, atribuida al servidor público **********, quien se despeñaba como Director de Deporte del Ayuntamiento de San Luis Potosí; por lo que, la Sala de Origen admitió competencia para conocer del asunto sometido a su potestad e inició el procedimiento de responsabilidad con el número de expediente **********.
c) Seguido el juicio en todas sus fases, en auto de veintitrés de abril de dos mil veinticuatro
 la autoridad Resolutora dio por concluido el periodo de alegatos y al no existir promociones pendientes por acordar, con fundamento en el artículo 208, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, declaró cerrada la instrucción y citó para resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa. 

a) El nueve de mayo de dos mil veinticuatro
 la Sala A quo dictó resolución, en la que declaró la existencia de elementos suficientes para declarar responsable al servidor público **********, en su carácter de Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en la comisión de la falta administrativa grave definida como abuso de funciones en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, atento a las siguientes consideraciones.

En primer término, precisó que la autoridad investigadora en el informe de presunta responsabilidad, imputó sustancialmente al presunto responsable lo siguiente:

“VI INFRACCIÓN QUE SE IMPUTA AL PRESUNTO RESPONSABLE: LA INFRACCIÓN QUE SE IMPUTA AL SEÑALADO COMO PRESUNTO RESPONSABLE, SEÑALANDO CON CLARIDAD LAS RAZONES POR LAS QUE SE CONSIDERA QUE HA COMETIDO LA FALTA:

La infracción que se imputa al C. **********, de acuerdo a lo antes narrado es la establecida en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; con relación a lo dispuesto por el artículo 9 fracciones Il y XV del Código de Ética de los servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí, publicado el 16 de marzo de 2019, publicado el 16 de marzo de 2019, en el Periódico Oficial del Estado, "Plan de San Luis", por lo que se considera una falta administrativa de las catalogadas como grave, se transcribe para mejor proveer los preceptos legales en cita:

“ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; o cuando realiza por sí , o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí.”

CÓDIGO DE ÉTICA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTICULO 9°. Las y los servidores públicos, al margen de los valores y principios éticos señalados en el presente Código y en las Reglas de Integridad para el ejercicio de la Función Pública Municipal, tendrán, en forma enunciativa más no limitativa, los deberes y actitudes éticas siguientes:

…

II. Actuar con diligencia y con conocimiento de sus funciones, respetando los derechos humanos y fundamentales de las personas;

…

XV. Observar un comportamiento digno, y evitarán realizar cualquier conducta que constituya una violación a los derechos humanos, con el objeto de generar ambientes laborales seguros que privilegien el respeto de las personas generar ambientes laborales seguros que privilegien el respeto de las personas.

La CONDUCTA en la cual incurre el C. **********, consiste en una conducta de comisión por abuso de sus funciones, ya que en el caso concreto que nos ocupa, como señala el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, con relación al artículo 9 fracciones II y XV del Código de Ética de los Servidores Públicos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, todo servidor público en el ejercicio de su encargo está obligado a actuar con diligencia y con conocimiento de sus funciones, respetando los derechos humanos y fundamentales de las personas; y de no abusar de las funciones que ejerza para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, en contra del personal con los que tienen un trato directo, en este caso con sus subordinados, generando ambientes laborales inseguros.

En el caso concreto que nos ocupa como se desprende de la DOCUMENTAL PÚBLICA consistente en la declaración hecha por las CC. **********y ********** ante la Coordinación de Seguimiento y Control, de la Instancia de las Mujeres, de fecha 20 veinte de abril de 2021 dos mil veintiuno, elaborada por la MVA, la cual obra a fojas de la 04 cuatro a la 06 seis, se desprende que presuntamente el C. ********** con su actuar, incurre en un incumplimiento a su obligación de observar en el ejercicio de su encargo respeto hacía sus subordinados ya que como refieren las quejosas, el Ex Servidor público señalado como responsable, de acuerdo a lo señalado por estas ante dicha instancia:

[…]

Respecto de lo anterior, advirtió que los hechos que dieron origen a la investigación llevada a cabo, consistieron en que el servidor público valiéndose de las funciones que debía desempeñar como Director de Deportes Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, presuntamente realizó actos arbitrarios consistentes en hostigar a dos subordinadas, valiéndose de las atribuciones que tenía conferidas en agravio de éstas (**********), ya que les realizó preguntas relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva, tales como: ¿Cómo les gustan los hombres?, ¿Cuándo te vas a meter conmigo?". "Un día votaron para designar "quien tenía el mejor culo" y votaron por una de ellas. Ricardo siempre tocaba temas sexuales, en una ocasión en una reunión le dijo a **********“anoche soñé contigo y no precisamente de trabajo, estuviste muy bien”, Ricardo nunca respeto sus horarios laborales y las amenazaba con enviarlas a la Garita, las envió a "plan de Ayutla" y ya no serían parte de "En son de Paz", a ellas les dio COVID-19 y Ricardo les preguntó "¿con quién se metieron?", en una ocasión Ricardo llegó a su casa a comer sin invitación y le dijo a ********** que el "tenía curiosidad con una negra".
Y agregó que la conducta de abuso de funciones, refiere que los servidores públicos incurrirán en responsabilidad por dicha conducta si ejercen indebidamente sus funciones o realizan o inducen actos u omisiones arbitrarios (es decir, aprovechando su posición), para obtener un beneficio propio o para las personas que señalan las leyes, o para causar un perjuicio. 

Que para tener por configurada la conducta infractora grave de abuso de funciones, fue necesario que ejerciera atribuciones que no tenía conferidas o se valiera de las que tenía para: 

a) Realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios; 

b) Generar un beneficio para sí o para las personas que señala la propia ley, o; 

c) Causar un perjuicio a alguna persona o al servicio público

Añadió que el principio de presunción de inocencia era aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción, que como consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso
.

Y que  para fincar responsabilidad administrativa, bastaba que la conducta del servidor público tuviera relación con el desempeño de su empleo, cargo o comisión, con independencia de que no se detalle en algún ordenamiento de carácter general y que, con ella, el servicio público correspondiente, en sentido amplio, dejó de prestarse, se vio suspendido injustificadamente, o bien, aún prestándose, la colectividad resintió algún perjuicio.

Asimismo señaló como conducta grave atribuida al servidor público **********, la de abuso de funciones, de cuyo análisis tuvo lo siguiente:

· Sujeto activo con calidad específica. El servidor público, **********. (Situación que se encuentra acreditada en el expediente en que se actúa).

· Sujeto pasivo. El ente público federal, estatal o municipal que resulte afectado en su patrimonio o en el servicio público, o bien el particular (persona física o jurídica colectiva) a quien se le cause algún perjuicio. 

· Elementos objetivos Es un tipo administrativo que describe una pluralidad de conductas, porque prevé diversas hipótesis de realización alternativa referidas al mismo bien jurídico. 

En el primer supuesto, estableció que los elementos del tipo administrativo son: 

a) Conducta de acción que puede consistir en realizar o inducir (verbos rectores) actos u omisiones arbitrarios.

b) Ejercer atribuciones no conferidas o se valga de las que tenga para generar un acto arbitrario. 

c) Beneficio para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios o para socios o sociedades de las que el servidor o las personas antes referidas formen parte. 

d) O bien, causar un perjuicio a alguna persona o al servicio público. 

· Elementos normativos 

a) El beneficio puede consistir en dinero, valores, bienes muebles, bienes inmuebles, donaciones, servicios, empleos y demás beneficios indebidos.

b) Servidor público, cónyuge, parientes consanguíneos, parientes civiles, relaciones de negocios o profesionales. 

c) El perjuicio (privación de las ganancias lícitas que se dejan de obtener). 

· Objeto material. El beneficio obtenido por el sujeto activo o el perjuicio causado al particular o al servicio público. 

· Bien jurídico tutelado por la ley. La eficaz prestación del servicio público (principios de legalidad, honradez, lealtad, profesionalismo e integridad). 

La conducta lesiona el bien jurídico tutelado. 

· Resultado. Se actualiza un resultado de carácter material (beneficios o daños causados) cuando existe un cambio en el mundo fáctico, con motivo de los actos u omisiones arbitrarios. 

· Nexo de atribuibilidad. Se debe acreditar la correspondencia directa e inmediata entre la conducta desplegada por el servidor público con el resultado material obtenido. 

Por lo que, sostuvo que el abuso de funciones se configura cuando un servidor público ejerce atribuciones no conferidas o se valiera de las que tenía para realiza o inducir actos u omisiones arbitrarios para generar un beneficio para sí o diversas personas o causar perjuicio a alguna persona o al servicio público y estimó que para tener por acreditada la falta administrativa atribuida al probable responsable, debe analizarse si dicho servidor público cometió abuso de funciones, al tenor de la conducta que le fue imputada.

Para tal fin, determinó que del análisis del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, podían advertirse los elementos que debían analizarse respecto de los hechos contenidos en el Informe de presunta responsabilidad administrativa para determinar la existencia del abuso de funciones, atribuido a la probable responsable, como lo son los elementos objetivos consistentes en: 

· Elemento personal: Es el servidor público, quien es el sujeto  activo. Siendo por su parte el Estado, la administración pública o la colectividad el sujeto pasivo. 

· Elemento conductual: La conducta consiste en ejercer atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga. 

· Elemento circunstancial: El servidor público lleva a cabo la conducta para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios.

· Elemento Finalidad: La finalidad de la conducta, es generar un  beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 52 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas o para causar un perjuicio a alguna persona o al servicio público. 

Y procedió a analizar si la conducta  atribuida al presunto responsable, se adecuaba al tipo administrativo de abuso de funciones. 

a) Elemento personal. El elemento personal queda acreditado en virtud de que el presunto responsable tenía el carácter de servidor público al momento de la comisión de la conducta, tal como se desprende del oficio **********, de dos de julio de dos mil veintiuno; así como de la ficha técnica certificada, emitida el veinticinco de junio de dos mil veintiuno, por el sistema de nómina de la Dirección de Recursos Humanos de **********, ofrecidas como pruebas por la autoridad investigadora.**********
En ese tenor, tuvo que el probable responsable, al momento de ejecutar la presunta conducta atribuida, desempeñaba el cargo de Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí. 

Por lo que, de conformidad con lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 108 Constitucional
, tenía la calidad de servidor público. Por lo anterior, advirtió que al momento en que sucedieron los hechos era sujeto de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 3, fracción XXVI y 4. 


El sujeto pasivo, es el Estado, la administración pública y la colectividad, a quien le interesa que los servidores públicos se apeguen a los principios que rigen su empleo. 


b) Elemento conductual. En primer término, reiteró, al realizar su imputación, la autoridad investigadora señaló que el probable responsable se valió de las atribuciones que tenía conferidas como Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, para hostigar de manera reiterada a dos de sus subordinadas (**********), se valió de sus atribuciones para obtener un beneficio para sí mismo, en agravio de las mismas.

Aunado a lo anterior, la autoridad investigadora precisó los actos que presuntamente cometió el probable responsable ********** en contra de dos de sus subordinadas.
En ese sentido, la autoridad investigadora en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, con base en las declaraciones de las subordinadas, vinculados con los elementos de convicción que obran en el expediente de investigación, determinó que constituían indicios suficientes para atribuirle al probable responsable en su carácter de Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que se valió de sus funciones para hostigar a dos subordinadas, lo que lo colocaba en una posición de ventaja, conforme a los hechos narrados por las denunciantes, precisados con antelación. De ahí que advirtió que la autoridad investigadora señaló: 

a) Cuál era el empleo que desempeñó el presunto responsable; 

b) Que se valió de sus funciones inherentes a dicho puesto; 

c) Que hostigó a dos subordinadas; y 

d) Que cometió actos arbitrarios. 

Con el fin de determinar lo anterior, procedió a verificar si con las pruebas ofrecidas por la autoridad investigadora se demostraba la responsabilidad atribuida al probable responsable.

Agregó, que de acuerdo con lo previsto por el artículo 133
 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; el derecho administrativo disciplinario se caracteriza por un sistema libre de valoración de las pruebas, atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y que las pruebas documentales privadas, las testimoniales, las inspecciones y las periciales y demás medios de prueba lícitos que ofrezcan las partes, solo harán prueba plena cuando a juicio de la Autoridad Resolutora resulten fiables y coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación que guarden entre sí, de forma tal que generen convicción sobre la veracidad de los hechos.
Por lo que precisó que la única limitación para conocer la verdad de los hechos, es que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente y con pleno respeto a los Derechos Humanos; excluyendo únicamente a la prueba confesional a cargo de las partes por absolución de posiciones. 

Por otra parte, señaló que la carga de la prueba en el procedimiento de responsabilidad administrativa, para demostrar la veracidad sobre los hechos que acrediten la existencia de faltas administrativas, así como de la responsabilidad de aquellas personas a quienes se imputen las mismas, corresponde a la Autoridad Investigadora; ello, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley de la materia.

Que según se desprendía del acuerdo de ocho de mayo de dos mil veintitrés, se tuvieron por admitidas y desahogadas las pruebas aportadas por la autoridad investigadora y el presunto responsable. Y procedió a valorar el alcance probatorio de las pruebas ofrecidas por las partes y, en razón de ello, determinar si con estas, se acredita la falta administrativa grave de abuso de funciones atribuidas al presunto responsable **********. 
Y arribó a la determinación de que la autoridad investigadora en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, señaló́ los elementos probatorios con que contaba en el presente procedimiento de responsabilidad administrativa para acreditar la comisión de la falta administrativa imputada, y precisó, era en dicho informe donde se expresan los elementos de prueba.
Asimismo, estableció que la autoridad investigadora expuso la manera en que el probable responsable “se valió́ de las atribuciones que tenía conferidas como Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, para hostigar a dos de sus subordinadas, situación en la que **********, se valió́ de sus atribuciones para obtener un beneficio para sí mismo, en agravio de la citadas subordinadas”, por lo cual acreditó el probable responsable estuvo en posibilidad de ejercer sobre éstas, la subordinación que le otorga su carácter de Director de Deportes, lo que lo colocaba en una posición de ventajas que le facilitó al presunto infractor cometer la falta administrativa en análisis. 

Y citó lo dispuesto por los artículos 6 fracción Vl, 10,  y 13 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, así́ como por el “Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género” de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

De ahí que, la Resolutora señaló se considera violencia sexual: Cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la denunciante y, que atenta contra su libertad, dignidad e integridad física, aunado a que es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto. 

Por otro lado, se considera violencia Laboral: 

La que se ejerce por las personas que tienen un vínculo laboral, docente o análogo con la víctima, independientemente de la relación jerárquica, consistente en un acto o una omisión en abuso de poder que dañe la autoestima, salud, integridad, libertad y seguridad de la víctima, e impide su desarrollo y atenta contra la igualdad. 


Y el hostigamiento sexual consiste en: 

El ejercicio del poder, en una relación de subordinación real de la víctima frente al agresor en los ámbitos laboral y/o escolar. Se expresa en conductas verbales, físicas o ambas, relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva. 

Precisado lo anterior, señaló que  el “Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género”, establece que para el caso de violencia sexual, esta “consiste en aquellas acciones y omisiones que ponen en riesgo o dañan la libertad, integridad y desarrollo psicosexual. Entre las conductas que comprende están el acoso, hostigamiento y violación, así́ como la explotación sexual comercial, la trata con fines de explotación sexual y la mutilación genital femenina” y que “el acoso y hostigamiento sexuales puede o no existir contacto físico. El hostigamiento es una vertiente del acoso y tiene lugar cuando entre las partes existe una relación de jerarquía o supra-subordinación. 
El acoso u hostigamiento sin contacto físico involucra, por ejemplo, realizar comentarios sexuales sobre el cuerpo o la apariencia de una persona, forzarle a hablar sobre sus parejas o relaciones sexuales, silbidos, piropos, peticiones de favores sexuales, miradas sexualmente sugerentes, espiar, propagar rumores sexuales y exposición de órganos sexuales. También puede incluir tomar fotos o grabar videos sin consentimiento, o inclusive la circulación de aquellas que aparezcan en redes sociales o perfiles de aplicaciones de mensajería de texto, cuyo objeto o resultado sea la sexualización de las personas”. 

Por lo que precisó que el acoso u hostigamiento con contacto físico comprendía acciones como tocamientos y roces contra otra persona, abrazos o besos de manera sexual (inclusive al saludar). Estas conductas se relacionan con el ejercicio de poder sobre las personas agredidas, generalmente mujeres, niñas y minorías sexuales. 

Conforme a lo expuesto, consideró la A quo  existió́ una relación de subordinación real de las denunciantes frente al servidor público **********, relativa a un ámbito laboral, toda vez que existía una subordinación al ser el presunto responsable, Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, lo que lo colocaba en una posición de ventajas. 

Asimismo, advirtió el ejercicio de poder por parte del presunto responsable, en virtud de que: 

“En el caso concreto que nos ocupa como se desprende de la DOCUMENTAL PÚBLICA consistente en la declaración hecha por las CC **********y********** ante la Coordinación de Seguimiento y Control, de la Instancia de las Mujeres, de fecha 20 veinte de abril de 2021 dos mil veintiuno, elaborada por la MVA, la cual obra a fojas de la 04 cuatro a la 06 seis, se desprende que presuntamente RICARDO GARCIA ROJAS FLORES con su actuar, incurre en un incumplimiento a su obligación de observar en el ejercicio de su encargo respeto hacía sus subordinados ya que como refieren las quejosas, el Ex Servidor público señalado como responsable, de acuerdo a lo señalado por estas ante dicha instancia:
I. En una ocasión, Ricardo, Diana y las usuarias fueron a comer y regresaron a comer a la oficina y ahí Ricardo les preguntó "¿Cómo les gustan los hombres?”

II. Un día votaron para designar "quien tenía el mejor culo" y votaron por una de ellas, se sintió acosada.

III. Ricardo siempre tocaba temas sexuales, en una ocasión en una reunión le dijo a ********** “anoche soñé contigo y no precisamente de trabajo, estuviste muy bien”…

IV. Ricardo nunca respeto sus horarios laborales y las amenazaba con enviarlas a la Garita.

V. Las envió a "plan de Ayutla" y ya no serían parte de "En son de Paz", su jefe sería Francisco Fernández quien refieren es muy misógino. ...

VII A ellas les dio COVID-19 y Ricardo les preguntó "¿con quien se metieron?"

…

VIII. En una ocasión Ricardo llegó a su casa a comer sin invitación. Le dijo a J. que el "tenía curiosidad con una negra".

IX. También a ********** le llegó a preguntar "¿Cuándo te vas a meter conmigo?".

En ese sentido, estimó que dichas conductas se ubicaban en el concepto de violencia sexual, previsto en el “Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género”, consistente en acciones que dañan la libertad, integridad y desarrollo psicosexual, las cuales tuvieron como resultado que el probable responsable ********** hostigara sexualmente a las denunciantes. 

Y reiteró que, en términos del Protocolo en cita, “El hostigamiento es una vertiente del acoso y tiene lugar cuando entre las partes existe una relación de jerarquía o supra-subordinación y que, el acoso u hostigamiento sin contacto físico involucra, por ejemplo, realizar comentarios sexuales sobre el cuerpo o la apariencia de una persona, forzarle a hablar sobre sus parejas o relaciones sexuales, en tanto que el acoso u hostigamiento con contacto físico comprende acciones como tocamientos y roces contra otra persona, abrazos o besos de manera sexual (inclusive al saludar). Estas conductas se relacionan con el ejercicio de poder sobre las personas agredidas, generalmente mujeres, niñas y minorías sexuales...” 
De modo que, ante el análisis expuesto, concluyó que la actuación atribuida al probable responsable **********, efectivamente configura el supuesto de violencia sexual contra la mujer, consistente en hostigamiento sexual. 

Por lo tanto, había quedado acreditado el elemento conductual del tipo. 


c) Elemento circunstancial. El elemento circunstancial, está intrínsecamente relacionado con la conducta que realiza el servidor público - realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios-, es decir, se refiere a cómo llegó a concretarse la conducta del servidor público. 

De ese modo, el elemento circunstancial del tipo administrativo de abuso de funciones, en el caso que nos ocupa, se actualiza en razón de la realización de un acto arbitrario, por lo cual, se procede a verificar si la conducta consistente en hostigamiento sexual constituye un acto con dicho carácter. 

A efecto de contextualizar lo anterior, precisó la definición de arbitrario, que significa sujeto a la libre voluntad o al capricho antes que a la ley o la razón. 

En el caso de actos u omisiones arbitrarios, la acción u omisión del agente estatal no encuentra sustento en la ley, precisamente el sentido de este tipo es sancionar el desbordamiento de las atribuciones que de manera irracional hace éste. 

Que en ese sentido, la autoridad investigadora refirió en su presentación de alegatos,  entre otros, el instrumento internacional consistente en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém Do Pará), aplicable al presente caso, respecto del cual se invocó los artículos 1, 2, 3 y  4 letra e.
Conforme a lo anterior, advirtió que debía entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. 

Que las conductas atribuidas al probable responsable **********, que consistieron en violencia sexual (hostigamiento), vulneraban los preceptos legales en estudio, en virtud del desbordamiento de las atribuciones que de manera irracional realizó, al haber hostigado sexualmente a las denunciantes, abusando de su condición de poder, esto es, estuvo en posibilidad de ejercer sobre las denunciantes, la subordinación que le otorga su carácter de Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, lo que lo colocaba en una posición de ventajas que le facilitó al presunto infractor cometer la falta administrativa en análisis; por lo que, resultaba inconcusa la arbitrariedad de la conducta realizada por el probable responsable de mérito.
Y estimó que la autoridad investigadora logró acreditar el actuar arbitrario del probable responsable. 

e) Finalidad. La finalidad del tipo administrativo de abuso de funciones, se acredita cuando se genera un beneficio para el servidor público o para las personas a las que se refiere el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí o cuando se causa un perjuicio a alguna persona o al servicio público. 

Que del análisis a la conducta imputada al probable responsable, contenida en el informe de presunta responsabilidad administrativa así́ como de la valoración concatenada de las pruebas ofrecidas por la autoridad investigadora, adminiculadas con la declaración presentada por las denunciantes, permitió determinar que el ********** obtuvo un beneficio de índole sexual para sí mismo, en agravio de sus subordinadas.

En este sentido, refirió que conforme lo señalado en el “Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género” de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha subrayado la importancia que tiene el testimonio de las víctimas de delitos sexuales, tomando en consideración que dichas agresiones suelen ocurrir en ausencia de testigos, por lo que no podía esperarse la existencia de pruebas gráficas y documentales; sin embargo, tal y como lo refirió la autoridad investigadora, y como corroboró con la valoración concatenada de las pruebas ofrecidas en el procedimiento génesis,  existieron elementos de convicción suficientes para presumir la comisión de la falta administrativa imputada al presunto responsable, dentro de ellas, al ejercer hostigamiento sexual en contra de las dos subordinadas. 
Asimismo, para determinar si se generó́ un perjuicio a alguna persona, se remitió a la definición del Diccionario de la Real Academia Española y determinó que la acción de perjudicar consistió en ocasionar un menoscabo material o moral. 
Que el perjuicio, puede traducirse en que se cause una afectación, en este caso a una persona, la parte denunciante. 

Al respecto, señaló que el actuar del probable responsable se tradujo en una violencia sexual (hostigamiento), y en ese entendido, el perjuicio ocasionado a las denunciantes de dicha conducta era patente. 

Señaló que  al respecto la autoridad investigadora ofreció́ como prueba copias certificadas, correspondientes al expediente número **********, del DIF Municipal, Departamento "Puerta Violeta", documental con la que consideró se demostró que ********** no se condujo con respeto en el desempeño de la labor que se le encomendó como Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, hacia **********y**********, servidoras públicas adscritas a la Dirección de referencia en los términos que establece la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en su artículo 56, en referencia a lo que señala el artículo 9ª fracciones Il y XV del Código de Ética de los Servidores Públicos del Ayuntamiento de San Luis Potosí publicado el dieciséis de marzo de dos mil diecinueve, en el Periódico Oficial del Estado, “Plan de San Luis”.
De cuya lectura advirtió́ que respecto al diagnóstico victimológico de veinte de abril del dos mil veintiuno, realizado por la Coordinación de Apoyo a la Comunidad “Puerta Violeta”, a **********y**********, se determinó́ que presentaban signos de autodefensa y sentimientos de victimización, y en entrevista de psicología de veinticuatro de abril del dos mil veintiuno, se señaló que temen por su seguridad.

Prueba que determinó permitía observar que como consecuencia de los hechos de los que fueron víctimas las denunciantes por parte del probable responsable, sufrieron afectación que les generó desconfianza en el entorno laboral e inseguridad.

Asimismo, que el actuar del probable responsable causó un perjuicio al derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia, contemplado por la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención Belém Do Pará”, toda vez que, como ya fue establecido en líneas anteriores, el hostigamiento sexual constituye una forma de violencia sexual, por lo que al realizarse dicho acto se afectaron los derechos previstos por el artículo 4 de la Convención referida, específicamente el derecho a que se respete su vida, a que se respete su integridad física, psíquica y moral, a la libertad y a la seguridad personales, y el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona. 
De ahí́ que tuvo por acreditado el elemento finalidad del tipo. 

En consecuencia esa Segunda Sala estimó que se acreditaron la totalidad de elementos que componen el tipo administrativo de abuso de funciones, previsto en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, respecto del servidor público **********. 
Estableció además que las manifestaciones producidas por el probable responsable resultaban infundadas, lo anterior toda vez que las conductas realizadas por el probable responsable constituyeron una violencia sexual (hostigamiento sexual) en contra de las denunciantes, por lo que, se consideró́ la declaración de éstas adminiculada con los demás indicios acreditados por la autoridad investigadora, en relación con los hechos imputados, sin que sea obstáculo que dichas declaraciones las pretenda desvirtuar el probable responsable con su sola declaración sin aportar más pruebas ya que con ello no logró desvirtuar lo imputado por la autoridad investigadora. 


Aunado a que determinó en el presente asunto, se analizaron y quedaron acreditados todos los elementos constitutivos de la falta administrativa grave de abuso de funciones prevista en el artículo 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de ahí́ que resultaron infundadas sus manifestaciones al respecto. 

Finalmente, precisó que el presunto responsable fue omiso en ofrecer las pruebas con las cuales acreditara su dicho, “demostrando que no hay evidencia concluyente que pueda involucrarme como responsable de la infamia de que se me acusa”. 

En virtud de lo expuesto, esa Segunda Sala Unitaria concluyó que el presunto responsable ********** no desvirtúo los hechos sustentados con las probanzas ofrecidas por la autoridad investigadora. 

Con base en lo anterior, determinó que el presunto responsable incurrió en abuso de funciones, ya que ********** en su carácter de Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, se valió de sus funciones para hostigar sexualmente a las subordinadas, con quienes sí existía una subordinación, lo que lo colocaba en una posición de ventaja, transgrediendo el derecho humano a una vida libre de violencia, impactado en su desarrollo laboral, en perjuicio de las víctimas, ya que ocasionó afectación emocional, por lo que  quedaron colmados los elementos normativos del tipo administrativo de abuso de funciones. 

La Segunda Sala Unitaria resolutora estipuló que las conductas atribuidas a ********** resultaban ser infracción administrativa, ya que su consumación produjo el incumplimiento de las obligaciones del servicio público y que se encontraba considerada como grave (abuso de funciones) en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; y a fin de individualizar la sanción de dicho servidor público, atendió a  los elementos que refiere el artículo 79 de la Ley que nos ocupa. 


Por último, determinó que quedó acreditado que se actualizó la conducta prevista en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistente en abuso de funciones, por lo que, con fundamento en el artículo 77, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, impuso a ********** la sanción administrativa consistente en la inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público por el periodo de seis meses, la cual deberá́ ejecutarse de conformidad con lo ordenado en el artículo 226, fracción I, de la Ley de la materia. 

La anterior determinación, constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. Síntesis de agravios. En contra de la anterior determinación, la parte actora, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.
I. Que le causa agravio  la resolución de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal de Justicia administrativa, en todo su contenido por violaciones al debido proceso, al señalar que desde la llegada de autos, así como dúrate la tramitación del presente no fue notificado, lo que resulta en la violación a que se refiere en el presente agravio, lo cual vulnera sus derechos y garantías.
II. En su  segundo disenso señala que la Segunda Sala Unitaria, únicamente tomó en cuenta en su capítulo denominado Motivos de la Responsabilidad, las declaraciones de **********y**********, argumentando que es lo único que bastaba para tener por cierta la acusación, basándose únicamente en el dicho de las supuestas ofendidas, pues para encontrarlo culpable era necesario que dicha acusación estuviera ser adminiculada con pruebas idóneas y suficientes que no dejaran lugar a duda que la acusación que levantaron las supuestas ofendidas es cierta, y que se demuestre que efectivamente cometió una falta.
III. En su tercer agravio, indica le causa agravio el Capítulo denominado Hechos Motivo de la Responsabilidad, en la que la Segunda Sala señala se desprende que presuntamente ********** con su actuar incurre en un incumplimiento de su obligación es decir que la Resolutora pretende condenarlo con un simple presunción cual a la luz de derecho y la lógica no es suficiente ni bastante para condenar algún procesado.
Refiere que la Sala Resolutora señaló que el Protocolo para resolver con Perspectiva de Género que emitió la Función Pública en veintitrés de diciembre del dos mil diecinueve, señala es necesario únicamente el requisito de la imputación hecha por el afectado, lo cual, considera resulta en una apreciación, valoración e interpretación erróneas de dicho Protocolo, pues no se especifica en que artículo y/o fracción se señala ese punto, pues su fundamentación no está debidamente razonada y especificada en donde  encuadró lo hechos con el texto de la ley o de donde tomo este precepto jurídico, con esto considera se demuestra que la resolución no está debidamente motivada y fundamentada, basándose únicamente en presunciones, no en hechos comprobados. 
Añade que en los supuestos por los que se le acusa, no hay concordancia con el criterio del Protocolo para resolver con Prospectiva de Genero, ya que según lo que refieren las que se dicen ofendidas existieron testigos de los hechos, es decir la figura de la simple declaración de las víctimas no se actualiza, toda vez que esta se refiere para cuando el delito se realiza sin la presencia de testigos en un lugar apartado y en secreto, y que solo se tiene la declaración de la víctima, cosa que según el propio dicho de **********no ocurrió, ya que las mismas citaron el nombre de diversos testigos, los cuales declararon en su contra desmintiendo su dicho, por lo tanto la figura a que se refiere la Segunda Sala del este Tribunal de Justicia Administrativa, sobre que únicamente es necesario el requisito de la imputación hecha por el afectado no se aplica en el caso que nos ocupa.
Para lo cual cita en apoyo a sus aseveraciones las tesis de rubro: “Aserción que apoya en las tesis de rubros: “TESTIGOS ÚNICO Y SINGULAR EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. LA DIFERENCIA ESENCIAL ENTRE SUS TESTIMONIOS ESTRIBA, ADEMÁS DEL ASPECTO CUANTITATIVO DEL DECLARANTE, EN QUE EL DEL PRIMERO PUEDE VERSE CORROBORADO CON OTROS MEDIOS DE PRUEBA, MIENTRAS QUE EL DEL SEGUNDO SE ENCUENTRA AISLADO.” y “TESTIGO ÚNICO. REQUISITOS QUE DEBE REUNIR PARA FUNDAR UNA SENTENCIA CONDENATORIA.” 
IV. En su cuarto agravio aduce que en el capítulo denominado Método de valoración de las pruebas, la Sala responsable  hace una relación de los documentos que presento la Autoridad Investigadora en su contra y al final sin hacer la adecuada concatenación de ellas, dice que "ha quedado acreditado el elemento conductual del tipo", destacando que para arribar a esta supuesta acreditación, únicamente se basó en la acusación de las supuestas ofendidas, misma que como ya mencione, no está concatenado con otra prueba.

Sigue diciendo que la Segunda Sala del Tribunal de Justicia Administrativa, al señalar que las pruebas deben tener idoneidad utilidad y licitud al obtenerse, de aquellas que utiliza para condenarme, no cumplen con el primer requisito de idoneidad, pues no se aprecia nada que pueda condenarme más que la imputación que hacen las propias víctimas hacia su persona y anda más.

V. En su quinto disenso, refiere que  le causa agravio del Capitulo Derechos Protegidos, en la parte que se refiere al diagnóstico victimológico, realizado por la Coordinación de Apoyo a la Comunidad "Puerta Violeta", ya que dicho diagnóstico, no hace referencia a quien lo levanto, si esta persona acredito contar con estudios si presentó los documentos que lo acrediten o experiencia en este tipo de atención de víctimas, desde cuando se dedica a esas labores, ya que lo que obra en autos  es un informe rendido por una trabajadora social.

Que lo que obra en autos es un informe de atención a sesiones de psicología a **********, levantada por la Psicóloga Juanita Solano, del nueve de mayo del dos mil veintiuno, la cual fue solamente una entrevista y vía telefónica, por lo tanto aduce no se puede decir por parte de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, que la supuesta víctima presentaba sentimiento de victimización, ya que no es lógico que este tipo de sensaciones o sentimientos se puedan apreciar a través de una entrevista telefónica y que sirva de prueba para condenarle, lo cual es en verdad agravante ya que esta apreciación sesgada de las pruebas no es jurídicamente procedente.

También señala le causa agravio la tasación de las pruebas ofrecidas, en las cuales dice la Sala génesis da por sentado su conducta, por la simple imposición de medidas de protección a las supuestas víctimas, medidas que son otorgadas siempre de facto, sin que obre prueba de por medio, pues trata de dar seguridad a las personas que son víctimas, sin embargo esto no es prueba suficiente y bastante para acreditar un hecho, que la autoridad encargada de dar estas medidas, por el hecho de otorgarlas, con ello se de por sentido que cometió una falta.

VI. En su sexto disenso, expone, que le causa agravio el hecho de que las supuestas ofendidas, sufrieron un robo en el domicilio donde habitaban, lo cual es un evento que puede resultar traumático, que en caso de que se hubiese encontrado algún rasgo de inseguridad y preocupación de su parte, éstas sensaciones y estados de ánimo bien pudieron deberse a esta hecho del robo y no a que el recurrente se haya portado mal con ellas abusando de su puesto como su superior jerárquico, como lo supone en su resolución la Segunda Sala Unitaria, hechos del robo a su casa habitación que obran en el expediente y que no fueron mencionados en su resolución, que por lo tanto resulta incompleta y por ende injustificada para sancionarlo, pues un hecho tan evidente e importante, como lo fue este robo, que en realidad es lo que provoco su estado de inseguridad emocional.

Que ni la autoridad investigadora municipal, ni la Segunda Sala del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, separaron esos hechos;  es decir, el hecho del robo, fue ignorado y/o no valorado en su oportunidad por la Sala Resolutora, y como la investigadora no fue capaz de demostrar que el estado de alteración que presentaron las supuestas ofendidas, se debía a que habían sufrido un robo y no de que habían sido víctimas de un abuso sexual y que desde la entidad "Puerta Violeta", pasado por la Autoridad la Investigadora y terminado por la Segunda Sala Unitaria, el dieron validez a la acusación tomando un estado emocional que se derivó de otra situación totalmente ajena a los hechos que nos ocupan, lo cual no debe ser tomado en cuenta y que vulnera sus derechos y garantías basándose en ese estado emocional.
Aserción que apoya en las tesis de rubros: “DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO.” “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. LA APLICACIÓN DE ESTE PRINCIPIO NO PUEDE CONDICIONARSE A LA MANIFESTACIÓN EXPRESA DEL PRESUNTO INFRACTOR, EN EL SENTIDO DE QUE NO COMETIÓ LA CONDUCTA REPROCHADA.” Y “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. AL SER UN PRINCIPIO APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN UTILIZAR UN MÉTODO DE VALORACIÓN PROBATORIO ACORDE CON ÉL.”
VII. En su séptimo y último disenso refiere que durante el procedimiento llevado antes la Sala de origen, nunca fue notificado ni fue enterado  de las etapas procesales, lo que significa una violación al procedimiento en su perjuicio  y que considera agravante al ser una violación al debido proceso. 
NOVENO. Estudio. Este Tribunal de Alzada no soslaya que el estudio de la competencia, constituye una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada, en ese orden, del primer párrafo del artículo 16 y del precepto 14, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Por tanto, al traducirse en cuestiones de orden público dicho presupuesto procesal, es de estudio preferente, ya que en caso de inobservancia conduciría a declarar inválido lo resuelto por el Juez incompetente, al ser nulo de pleno derecho
, además de violentarse las reglas fundamentales que norman el procedimiento en perjuicio de las partes.
En apoyo a lo anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por el Pleno de la Suprema Corte De Justicia de la Nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

“COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. SI EL JUEZ DE DISTRITO QUE CARECE DE ELLA RESUELVE UN JUICIO DE AMPARO, TAL SITUACIÓN CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS FUNDAMENTALES QUE NORMAN EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO. La competencia de la autoridad es una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de litigios, cuya inobservancia conduce a declarar inválido lo resuelto por el Juez incompetente. Por otra parte, de la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción V y 94, párrafo sexto, constitucionales, se infiere que la competencia especializada por razón de materia de los Juzgados de Distrito está elevada a rango constitucional. En congruencia con lo anterior, se concluye que aquella competencia es un presupuesto de validez del proceso cuya infracción por los citados órganos jurisdiccionales al resolver un juicio de amparo sin tener competencia por razón de materia, se traduce en el desconocimiento de la voluntad del Constituyente y, por ende, de la del legislador que la desarrolla, lo que ocasiona que se violen las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo en perjuicio de las partes, porque se les sujeta a la determinación proveniente de una autoridad que prorroga indebidamente su competencia y resuelve un juicio específico sin tener facultades para ello, afectando directamente los derechos sustantivos de aquéllas.”

“PRESUPUESTOS PROCESALES. SU ESTUDIO OFICIOSO ESTÁ CONFERIDO TANTO AL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA COMO AL TRIBUNAL DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).” Si bien el artículo 98 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, vigente a partir del 1o. de enero de 2005, establece como facultad para la autoridad judicial de esa entidad, la relativa a la apreciación y estudio de los presupuestos procesales, dicha atribución debe considerarse de obligada satisfacción, dado que las propias características que inciden en torno a éstos así lo determinan, en la medida en que sin estar colmados no podría constituirse y desarrollarse con validez y eficacia jurídica un procedimiento de carácter jurisdiccional, menos aún, concluir con una sentencia que resolviera el mérito de lo debatido por los interesados, imponiendo condena o absolviendo al demandado, o bien, mediante la declaración de la existencia de un derecho o la constitución de un Estado de derecho, según fuera el caso; asimismo, al no existir limitante en el texto de ese numeral, en lo que a la jerarquía del órgano jurisdiccional se refiere, debe concluirse que el ejercicio de esa facultad oficiosa está conferido tanto al Juez de primera instancia como al tribunal de apelación, pues en dicho precepto sólo se hace alusión al concepto "autoridad judicial", sin imponerse en él alguna restricción de manera específica. En consecuencia, dada la oficiosidad que impera en relación con el estudio de su plena satisfacción, resulta inconcuso que la apreciación de tales exigencias a cargo de la autoridad jurisdiccional está justificada, sin importar el grado con que ejerza su competencia, ya que constituye una obligación de ineludible satisfacción, cuyo incumplimiento, por su trascendencia, se erige en una infracción legal que incide en detrimento de las partes contendientes, al posibilitar la resolución de un juicio mediante el pronunciamiento de una sentencia que se ocupe del fondo de lo debatido, cuando no existen condiciones para ello o que impiden, precisamente, que éste concluya de esa manera.”

 En ese sentido, y para mayor entendimiento, el presente considerando atenderá la determinación la Juzgadora de origen, que sostuvo tener competencia para substanciar y resolver el procedimiento de responsabilidad instaurado en contra del ex servidor público **********, quien fungió como Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por la falta administrativa que la autoridad investigadora calificó como grave, definida como abuso de funciones, previsto en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí,  respecto de los hechos denunciados por la Titular de la Instancia Municipal de las Mujeres de San Luis Potosí.

Bajo esa guisa, para determinar la competencia legal, la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, señaló era al tenor de los artículos 123 y 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8°, 29 y 30, fracción I, incisos a) y b) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3°, fracción IV, inciso e), párrafo segundo y 208, fracción IV de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en tanto que se trata de un procedimiento de responsabilidades administrativas instaurado en contra de un servidor público a quien presuntamente se le atribuye la comisión de una falta grave.
No obstante lo así dispuesto por la A quo, resulta menester precisar que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí en materia de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, está definida y delimitada por los artículos 7, fracciones XIV y XV, 8, 30, fracción I incisos a) y b), II, incisos c) y d) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 3, fracciones III, párrafo segundo, IV, penúltimo párrafo, y XXVIIII, y 12, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; mismos que para mayor comprensión se transcriben enseguida:

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: (…)

…

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado; (…)”

“ARTÍCULO 8º. El Tribunal conocerá de las responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particulares vinculados con faltas graves, promovidas por la Contraloría General del Estado y los órganos Internos de control de los entes públicos estatales y municipales, o por la Auditoría Superior del Estado, para la imposición de sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Así mismo, el Tribunal será competente para fincar a los responsables, en términos del párrafo anterior, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o al patrimonio de los entes públicos estatales.

Bajo ninguna circunstancia se entenderá que la atribución del Tribunal para imponer sanciones a particulares por actos u omisiones vinculadas con faltas administrativas graves se contrapone o menoscaba la facultad que cualquier ente público posea para imponer sanciones a particulares en los términos de la legislación aplicable.”

“ARTÍCULO 30. Conforme a lo dispuesto en el artículo inmediato anterior las Salas Unitarias, conocerán: 

I. En materia de Responsabilidades Administrativas, los procedimientos y resoluciones a que se refieren los artículos 7 fracciones XIII, XIV, XV, XVI, y XVII y 29 de esta Ley, con las siguientes facultades:

a) Resolverán respecto de las faltas administrativas graves, investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control respectivos, según sea el caso, ya sea que el procedimiento se haya seguido por denuncia, de oficio o derivado de las auditorías practicadas por las autoridades competentes.

b) Impondrán sanciones que correspondan a los servidores públicos y particulares, personas físicas o morales, que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades. Así como fincar a los responsables el pago de las cantidades por concepto de responsabilidades resarcitorias, las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al Patrimonio de los entes públicos federales, locales o municipales.

II. Los procedimientos, resoluciones definitivas o actos administrativos, siguientes: (…) 

c) De las resoluciones definitivas que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dicho ordenamiento.

d) Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos. (…)”

Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por: (…)

…

III. Autoridad substanciadora: la autoridad que al interior de las contralorías, los órganos internos de control y la Auditoría Superior del Estado, y en los casos que dispone esta Ley, el Tribunal, en el ámbito de su competencia, dirigen y conducen el procedimiento de responsabilidades administrativas desde la admisión del Informe de presunta responsabilidad administrativa y hasta la conclusión de la audiencia inicial. La función de la Autoridad substanciadora, en ningún caso podrá ser ejercida por una Autoridad investigadora.

Tratándose de responsabilidad administrativa grave de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, actuará como autoridad substanciadora y resolutora;

IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será:

(…)

Para las faltas administrativas graves, así como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal. 

(…)
XXVIII. Tribunal: el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,

(…) 

“ARTÍCULO 8°. En el ámbito de su competencia, serán autoridades facultadas para aplicar la presente Ley:

I. El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa;

II. El Congreso del Estado;

III. La Auditoria Superior del Estado;

IV. El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; y el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado;

V. Las contralorías;

VI. Los órganos internos de control, y

VII. Los organismos a los que la Constitución Política del Estado otorgue autonomía.”

“ARTÍCULO 12. El Tribunal, además de las facultades y atribuciones conferidas en su legislación orgánica y demás normatividad aplicable, estará facultado para resolver la imposición de sanciones por la comisión de faltas administrativas graves, y de faltas de particulares, conforme a lo dispuesto en esta Ley; ...”

De la exégesis de los numerales transcritos, se patentiza que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en materia de Responsabilidades Administrativas, se surte colmando tres supuestos, a saber: 

1. Al conocer de las impugnaciones que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas que impongan sanciones por faltas administrativas no graves de los servidores públicos, acorde a lo que disponen los artículos 7°, fracciones XIV y XV, y 30, fracción II, incisos c) y d), de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
2. Cuando conozca como autoridad resolutora, las faltas administrativas graves de los Servidores Públicos, previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, al ejercer la atribución de determinar la existencia o inexistencia de la plena responsabilidad y, en su caso, de imponer la sanción correspondiente, conforme a lo dispuesto por los artículos 8°, 30, fracción I, incisos a) y b), de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 3° fracción III, IV y 12 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
3. Y en los casos en que las faltas administrativas graves sean atribuidas a servidores públicos de elección popular y Magistrados; hipótesis en que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es con el carácter de autoridad substanciadora y resolutora, desde la admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, hasta su resolución, como lo establece el artículo 3° fracción III último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En este orden de ideas, se tiene que la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se surte tratándose de impugnaciones que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas que impongan sanciones por faltas administrativas no graves de los servidores públicos; como autoridad resolutora respecto de faltas graves y como autoridad substanciadora y resolutora en cuanto a faltas de esa naturaleza atribuidas a servidores públicos de elección popular y Magistrados.

Ahora bien, respecto del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, se debe precisar que acorde a lo dispuesto en el los artículos 9, 96, 102 y 117
 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, las Contralorías y los Órganos Internos de Control y la Auditoria Superior, en el ámbito de su competencia, se encargarán de la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas; y tratándose de aquéllas calificadas como faltas no graves, podrán iniciar, substanciar y resolver dichos procedimientos en los términos previstos en la Ley de la materia.

Así mismo, disponen que dichos órganos deberán contar con una estructura integrada, por una autoridad investigadora y una substanciadora; sin que esté permitido que alguna de ellas realice la actividad de la otra, a fin de garantizar la independencia en el conocimiento del asunto; entendiéndose por autoridad investigadora aquella que al interior de las contralorías y la Auditoria Superior del Estado, es la encargada de la indagación de faltas administrativas.

En ese tenor, las autoridades investigadoras, en el ámbito de su competencia, llevarán investigaciones respecto de las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas; y bajo el supuesto de que determinen que de los actos u omisiones investigados se desprende la existencia de faltas administrativas, formularan la calificación correspondiente; es decir, graves o no graves, y deberán elaborar el informe de presunta responsabilidad administrativa y presentarlo a la autoridad substanciadora correspondiente para que proceda en los términos previstos en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

Reiterando que este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí actúa como Autoridad resolutora únicamente para el caso de que se trate de faltas administrativas graves. 

Ahora bien, del informe de presunta responsabilidad de ocho de abril de dos mil veintidós, derivado del expediente **********, se advierte que la falta que se le imputó al servidor público **********, quien se desempeñaba como Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí, derivó de los siguientes hechos
:

“V NARRACIÓN LÓGICA Y CRONOLÓGICA DE LOS HECHOS QUE DIERON LUGAR A LA COMISIÓN DE LA PRESUNTA FALTA ADMINISTRATIVA. De la información contenida dentro de los autos que integran la Investigación de Presunta Responsabilidad Administrativa CIM-IPRA-UI-45/2021, se encontró que el 20 de abril acudieron ********** y ********** a las oficinas de Puerta Violeta para la apertura de expediente, solicitando "medidas de protección" refiriendo los siguientes hechos: 1.- El 14 de abril de 2021 aproximadamente a las 18:30 horas, las suscritas llegamos a nuestro departamento que rentamos en **********., donde al llegar la puerta del departamento estaba abierta y en la pared estaba picada donde se veía que habían roto para entrar al departamento, nos asustamos mucho. Al entrar vimos que todo estaba por sin ningún lado, fuimos a las habitaciones y nos dimos cuenta que estuvieron como buscando entre nuestras cosas ya que toda la ropa por sin ningún lado, todo en el piso y comenzamos a ver qué era lo que nos hacía falta que eran dos computadoras de la suscrita **********, también nos hacía falta 4 lentes de montaña, dinero en efectivo de la cantidad de $20,000.00, una mochila de color café con cierres que adentro llevaba cosas personales entre ellas un celular Huawey y un celular Samsung, varias prendas, de inmediato la suscrita **********, fui a buscar a nuestros vecinos a ver si tenían cámaras, uno de mis vecinos de nombre ********** le llamo a ********** policía municipal para que mandaran una unidad, que al llegar ingresaron al departamento y observaron lo que había sucedido, cuando bajaron nos proporcionaron un número de folio 22550, la policía mujer me entrevistó. Enseguida la suscrita ********** fui con una amiga de nombre ********** a nuestro local ubicado en Avenida Manuel J. Clouthier #1117, local B, Fraccionamiento Tangamanga, C.P. 78269, San Luis Potosí, S.L.P., para ver si todo estaba bien y coloqué un candado por cualquier cosa que pueda pasar, mientras la suscrita **********. permanecí en el departamento con dos amigos de nombre ********** y **********. Días después las suscritas seguimos revisando los artículos faltantes y nos dimos cuenta de que faltaban perfumes y ropa interior de **********así como cartas y regalos que le había mandado **********a**********, de igual manera vimos que un calzón de **********estaba roto como si lo hubieran rasgado a la fuerza. Además, no se llevaron otros objetos de valor que fácilmente se hubieran podido vender si su intención era obtener un lucro, tales objetos son la computadora de **********, una medalla de oro de **********, unos teléfonos celulares marca iPhone, cámara fotográfica, otros lentes de sol de marca, ropa y zapatos de marca, cargadores de las computadoras, joyería. Todo esto nos hace pensar que fue un ataque personal y que corremos riesgo. No sabemos si hay un mensaje que quieren hacer llegar con los objetos tan personales que se llevaron, si es un mensaje de lesbofobia, de racismo, xenofobia o misoginia, por ello solicitamos estas órdenes de protección.
2.- Ese mismo día, además reunieron situaciones de acoso en el ámbito laboral y que sospechan que tienen un vínculo con el hecho de robo, sobre ello se dio orientación jurídica y se explicaron alternativas para presentar denuncia, solicitar órdenes de protección señalando a los responsables o iniciar un procedimiento en la Instancia de las Mujeres en el Municipio. Sin embargo, refirieron que en ese momento no requerían realizar nada al respecto.

3.- El 29 de abril de 2021, las usuarias del Programa Puerta Violeta, solicitaron apoyo para la mudanza de su departamento. En primer orden, se verificó con las usuarias el apoyo de la Unidad de la Policía Municipal para el acompañamiento, tal como había quedado en los acuerdos del sábado 24 de abril de 2021, sin embargo, las usuarias refirieron que no querían dicho acompañamiento sino únicamente el apoyo por parte del personal del programa Puerta Violeta. Por lo anterior y de acuerdo con la fecha que solicitaron las usuarias, el día 30 de abril de 2021, se realizó acompañamiento en la mudanza por parte de la LIC. SAIDA HERNANDEZ, abogada del programa Puerta Violeta, así como del conductor en turno. El acompañamiento consistió, a solicitud de las usuarias, en apoyo para conseguir cajas, ayuda para empacar y movilización de cosas del antiguo

domicilio al nuevo en el vehículo del programa.
4.- El día 4 de mayo del 2021, la C. **********, le escribió a la ********** Coordinadora de apoyo a la Comunidad a su número personal por medio de WhatsApp, pidiéndole una cita para hablar sobre el caso, a lo que le respondió que la verían a las 2:00 pm en las instalaciones de la Coordinación de Apoyo a la Comunidad, ubicada en Reforma número 520, Barrio de Santiago en esta ciudad. Ese dia a la hora indicada, se presentó en las instalaciones la C. **********en compañía de las usuarias ********** (de quienes tenía conocimiento que asistirían a la cita solicitada). Entre otrascuestiones, manifestaron la necesidad de contar con medidas de protección en el ámbito laboral, por lo que se indicó que para ello debía iniciarse el proceso administrativo, penal o una nueva solicitud de órdenes de protección señalando las personas presuntamente responsables. Las usuarias referenciaron querer iniciar el proceso ante la Instancia Municipal de las Mujeres, para lo cual se indicó que podían asistir directamente a sus

Instalaciones de Puerta Violeta, lo cual no hicieron.

5.- Fue hasta el 10 de mayo de 2021, las usuarias acudieron al programa Puerta Violeta para manifestar sus intenciones de iniciar un procedimiento administrativo en la Instancia Municipal de la Mujeres por los hechos de acoso en el ámbito laboral, fueron atendidas por la Trabajadora Social **********, quien realizó entrevista de trabajo social y la Criminóloga **********, quien realizó nota de criminológica de seguimiento.

Ambas profesionales las atendieron de manera simultánea, de las intervenciones realizadas ese día se resalta: A. Señalaron como responsables a los trabajadores municipales: I**********.- Director de Deportes ... Il. Diana Fabiola Zarate Orozco.-Coordinadora de Deportes ... Ill. ********** ... IV. ********** V. ********** ... VI. ********** ... VII. **********... B. Los hechos referidos son los siguientes: I. Ambas entraron a trabajar al ayuntamiento en 2019 a la Dirección de Deportes, su primera tarea se relacionó con el programa "en son de Paz" y diseñaron algunas metodologías, El director Ricardo les daba las tareas para terminarlas en máximo 15 días y les decía "a ver sí son tan buenas". Ellas veían como a otras compañeras de trabajo, el director las llamaba "pendejas", "marranas", las retaba, el se quedaba con los reconocimientos de sus proyectos y denigraba su trabajo.... II. En una ocasión, Ricardo, Diana y las usuarias fueron a comer y regresaron a comer a la oficina y ahí Ricardo les preguntó "¿Cómo les gustan los hombres?"..... IlI. Un día votaron para designar "quien tenía el mejor culo" y votaron por una de ellas, se sintió acosada. Ricardo siempre tocaba temas sexuales, en una ocasión en una reunión le dijo a J."anoche soñé contigo y no precisamente de trabajo, estuviste muy bien". ... Ricardo nunca respeto sus horarios laborales y las amenazaba con enviarlas a la Garita, Las envió a "plan de Ayutla" y ya no serían parte de "En son de Paz, su jefe sería ********** quien refieren es muy misogino...V. A ellas les dio COVID-19 y Ricardo les preguntó "¿con quien se metieron?" ... VI. En una ocasión Ricardo llegó a su casa comer sin invitación, Le dijo a ********** que el "tenía curiosidad con una negra, … También a ********** le llegó a preguntar “¿Cuándo te vas a meter conmigo?”
Así también, dentro de las constancias que integran el expediente de cual se desprende el presente informe, se encuentra una nota Criminológica de seguimiento, señalando como usuarias a las CC. ********** y **********, en los expedientes números **********/2021 y **********/2021, actuaciones en las que se realiza una descripción de hechos, siendo éstos los siguientes: "El día de ayer a las 20:00 horas se atendió nuevamente a las usuarias ********** y **********, para recabar datos con relación a los sucesos de acoso y hostigamiento laboral por parte de su jefe de trabajo. ... Se hace intervención en relación a que refieran cuales son las cuestiones por las que ellas refieren ser víctimas del acoso, comienzan narrando que desde que ingresaron a laborar en el área de deportes quien es su jefe inmediato tenía conductas de desvalorizar su trabajo y su profesión, hacerlas menos por el hecho de ser mujeres, así como el de constantemente desvalorizar lo que profesionalmente podían llegar a aportar al área. Fueron víctimas de insultos, humillaciones directas como indirectas tanto por parte de su jefe como por otros compañeros. También existieron otras situaciones en que no se respetaba su horario laboral, así como desde que  de un inicio se le planteo que entrarían con un puesto y un sueldo en particular, y cuando fueron a firmar el contrato  se dieron cuenta que venía un puesto y un sueldo distinto, pero aún así aceptaron por la necesidad de trabajar. Al inicio de trabajo ellas habían hablado con Ricardo para pedirle permiso para llegar a las 8:30  am, ya que se le complicaba llegar a las 8:00 am, por cuestiones de otro de sus trabajos, cuestión que, al inicio acepto, pero ya pasadas las situaciones esa cuestión se vivió un conflicto que aumento el acoso y le hostigamiento. ... Comenta que existieron desde un inicio comentarios sexistas y misóginos por parte del C. **********, así como de otros compañeros, **********, **********, **********, entre otros, no solo hacia ellas, sino también hacia sus demás compañeras para decirles que no se dejaran tratar así les decían que así eran las cosas y para mantener el traba debías aguantarte, dejarte o terminar teniendo relaciones con alguno de los jefes.
... Al avanzar su estancia en el trabajo el C. **********, cada vez era más hostigador con ellas, primero era por las cuestiones de retarlas laboralmente, encargarles trabajos donde les hacia siempre el mismo comentario de "si son tan buenas en lo  que dicen que hacen, a ver si pueden hacer esto", las sometía a adversidades laborales, como áreas con poca seguridad, falta de material, falta de apoyo, con el  fin de que siguieran demostrando "A ver si eran tan buenas como presumían”
Esto no fue solo por parte de el, sino que también mandaba a sus subordinados a que las molestaran laboralmente… Refieren que en una ocasión la propia esposa del C. **********, con quien tenían una amistad debido a otros ámbitos en los que ellas laboraban, comentan que la esposa de él les había advertido que se cuidara mucho de su esposo ya que él tenía unos pensamientos muy maquiavélicos.

Comentan que dicho comentario y las situaciones que ya habían pasado y al ver como trataba a las compañeras las puso más alertas.... En determinado punto la situación era ya tan sofocante que el C. ********** constantemente amenazaba a las usuarias con cambiarlas de área, refieren que a él le molestaba que a todo lugar que las mandaba o las ponía ellas lograban hacer un buen equipo de trabajo y hacer que los demás trabajaran en equipo con ellas, y eso molestaba a su jefe....

Existió un punto en el cual el acoso/hostigamiento paso de ser una cuestión laboral a ser sexual, ya que le hacía comentarios principalmente a**********. sobre su cuerpo, especialmente sobre su trasero, con comentarios sobre su pelo, su piel, su preferencia sexual. Constantemente le insistía de que si tenía macho y si tenía relaciones sexuales con alguien. ... A la usuaria **********., en una ocasión que ella iba con él en su camioneta por que le daría un rait a una cita médica, le llegó a hacer un propuesta de que, si quería mantener una relación con él, ella le hizo referencia en cuestión de que es casado, y que ella conocía a su esposa, agresor se molesta y comienza a gritarle y a discutir con ella, ella se siente incómoda y pide pare el vehículo, y ella baja del mismo..... También comentan que las mandaron de apoyo en la asistencia de vacunación a las personas de 60 años y que también tuvieron inconvenientes, ya que les cambiaban a los compañeros con los que trabajan para que no hicieran amistad, también en una ocasión las querían obligar a que se pusieran bajo el sol, a lo cual no accedieron y tuvieron que llamar a ********** para arreglar el suceso, comenta que comenzó a discutir con **********para arreglar el suceso, comenta que comenzó a discutir con ********** y que al final no se solucionó nada y ellas solo no accedieron a obedecer órdenes de alguien que había sido mandado a hostigarlas, ya que les habían avisado que había una cuestión contra ellas que desconocían la razón pero lo único que buscaban era estarlas molestando y acosando hasta que ellas reaccionaran mal o se fastidiaran.... Refieren que en octubre aproximadamente se enferma de COVID, y el comentario que les hace el C. **********, es preguntarles con quien se metieron (en referencia como de cuestión intima), por lo cual se habían enfermado, ese comentario las hizo sentir aún más incomodas por el agresor.... Al terminar el tiempo que debían estar en aislamiento por la situación de COVID, regresan a laborar, y les dicen que ya son parte de la directiva y que desde en ese momento las juntas se harían en casa de ellas, ellas acceden y aceptan que en varias ocasiones se realizaron reuniones laborales extra laborales en su domicilio (debido a esto es que están seguras que el agresor es quien metió a su casa a robar ya que el conocía que es lo que tenía, donde lo tenían y como se podía ingresar al domicilio).... También refieren que el día que robaron su domicilio fue el mismo día en que tuvieron el conflicto por la situación en que las querían poner a trabajar bajo el sol. Del domicilio solo robaron cosas muy específicas y personales, como dos laptops y ropa interior, cartas y una foto, a Miriam le desacomodaron su ropa, se llevaron una mochila, pero no tenía nada relevante, y le rompieron un "calzón". ... al darle aviso a la policía les proporcionaron unos videos que cámaras de vigilancia de vecinos tenía, y en los videos pueden identificar a lo que refieren ellas al C. Ricardo, así como a un vehículo conocido, pero no refieren de quien es. ... Es por ellos que desde ese momento comenzaron a sentir miedo, y sentirse en peligro, ya que no quieren proceder contra él por cuestiones de que afecten la posición de terceros, pero tienen miedo de que les hagan algo, por lo cual ya quieren que se haga algo en contra del C. Ricardo principalmente, pero al cuestionarlas de si quieren algo penal o una denuncia, comentan que ya se asesoraron con su embajada y que su abogado particular se encargará, ya solo quedarán pendientes de lo que Instancia de la Mujeres procede a hacer a favor de ella y en contra de sus acosadores.
Asimismo, de las constancias que integran el presente expediente deInvestigación de Presunta Responsabilidad Administrativa, se advierte que el día 21 veintiuno de abril de 2021 dos mil veintiuno, se encuentra en copias simples la solicitud de órdenes de protección, solicitada por las CC********** y ********** el ante el Juez Especializado en Órdenes de Protección de Emergencia y Preventivas a Favor de las Mujeres y Procedimientos no Controvertidos, manifestando los mismos hechos que se expresan ante la Instancia de las Mujeres, para mejor proveer lo señalado se transcriben los mismos: 1.- El 14 de abril de 2021 aproximadamente a las 18:30 horas, las suscritas llegamos a nuestro departamento que rentamos en ********** donde al llegar la puesta del departamento estaba abierta y en la pared estaba picada donde se veía que habían roto para entrar al departamento, nos asustamos mucho. Al entrar vimos que todo estaba por sin ningún lado, fuimos a las habitaciones y nos dimos cuenta que estuvieron como buscando entre nuestras cosas ya que toda la ropa estaba por sin ningún lado, todo en el piso y comenzamos a ver qué era lo que nos hacía falta que eran dos computadoras de la suscrita ********** también nos hacía falta 4 lentes de montaña, dinero en efectivo de la cantidad de $20,000.00, una mochila de color café con cierres que adentro llevaba cosas personales entre ellas un celular Huawey y un celular Samsung, varias prendas. De inmediato la suscrita ********** fui a buscar a nuestros vecinos para ver si tenían cámaras, uno de mis vecinos de nombre ********** le llamó a ********** policía municipal para que mandaran una unidad, que al llegar ingresaron al departamento y observaron lo que había sucedido, cuando bajaron nos proporcionaron un número de folio 22550, la policia mujer me entrevistó.

Enseguida la suscrita ********** fui con una amiga de nombre ********** a nuestro local ubicado en ********** para ver si todo estaba bien y coloqué un candado por cualquier cosa que pueda pasar, mientras la suscrita J. permaneci en el departamento con dos amigos de nombre ********** y **********. 2. Días después las suscritas seguimos revisando los artículos faltantes y nos dimos cuenta de que faltaban perfumes y ropa interior de **********., así como cartas y regalos que le había mandado ********** a ********** de igual manera vimos que un calzón de ********** estaba roto como si lo hubieran rasgado a la fuerza. Además, no se llevaron otros objetos de valor que fácilmente se hubieran podido vender si su intención era obtener un lucro, tales objetos son la computadora de V., una medalla de oro de **********, unos teléfonos  celulares marca iPhone, cámara fotográfica, otros lentes de sol de marca, ropa y zapatos de marca, cargadores de las computadoras, joyería. Todo esto nos hace pensar que fue un ataque personal y que corremos riesgo. No sabemos si hay un mensaje que quieren hacer llegar con los objetos tan personales que se llevaron, si es un mensaje de lesbofobia, de racismo, xenofobia o misoginia, por ello solicitamos estas órdenes de protección.”
Entonces, una vez establecida la naturaleza de la conducta atribuida al servidor público **********, resulta pertinente traer a colación el Capítulo II, del Título Tercero, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios, la cual entró en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete; es decir estaba el que estaba vigente en la época en que acontecieron los eventos reprochables al denunciado, a fin de verificar si dicha conducta, encuadra dentro de alguno de los supuestos legales que ahí se señalan.

Así, tenemos que la citada porción legal, menciona:

“TÍTULO TERCERO

FALTAS ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y ACTOS DE PARTICULARES VINCULADOS CON FALTAS ADMINISTRATIVAS GRAVES

(…)

Capítulo II
De las Faltas Administrativas Graves de los Servidores Públicos

ARTÍCULO 50. Las conductas previstas en el presente capítulo constituyen faltas administrativas graves de los servidores públicos, por lo que deberán abstenerse de realizarlas, mediante cualquier acto u omisión. 

ARTÍCULO 51. Incurrirá en cohecho el servidor público que exija, acepte, obtenga o pretenda obtener, por sí o a través de terceros, con motivo de sus funciones, cualquier beneficio no comprendido en su remuneración como servidor público, que podría consistir en dinero; valores; bienes muebles o inmuebles, incluso mediante enajenación en precio notoriamente inferior al que se tenga en el mercado; donaciones; servicios; empleos y demás beneficios indebidos para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte o hayan formado parte en el último año. 

ARTÍCULO 52. Cometerá peculado el servidor público que autorice, solicite o realice actos para el uso o apropiación para sí o para las personas a las que se refiere el artículo anterior, de recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables. 

ARTÍCULO 53. Será responsable de desvío de recursos públicos el servidor público que autorice, solicite o realice actos para la asignación o desvío de recursos públicos, sean materiales, humanos o financieros, sin fundamento jurídico o en contraposición a las normas aplicables. 

Para los efectos de este artículo no se consideraran beneficios los que reciban los servidores públicos de los centros públicos de investigación, instituciones de educación y las entidades de la Administración Pública Estatal a que se refiere el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tecnología, que realicen actividades de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación podrán realizar actividades de vinculación con los sectores público, privado y social, y recibir beneficios, en los términos que para ello establezcan los órganos de gobierno de dichos centros, instituciones y entidades, con la previa opinión de la contraloría. 

Igualmente, las actividades de vinculación a las que hace referencia el párrafo anterior, además de las previstas en el artículo 51 de la Ley de Ciencia y Tecnología, incluirán la participación de investigación científica y desarrollo tecnológico con terceros; transferencia de conocimiento; licenciamientos; participación como socios accionistas de empresas privadas de base tecnológica o como colaboradores o beneficiarios en actividades con fines de lucro derivadas de cualquier figura de propiedad intelectual perteneciente a la propia institución, centro o entidad, según corresponda. Dichos servidores públicos incurrirán en conflicto de intereses cuando obtengan beneficios por utilidades, regalías o por cualquier otro concepto en contravención a las disposiciones aplicables en la Institución. 

ARTÍCULO 54. Incurrirá en utilización indebida de información el servidor público que adquiera para sí o para las personas a que se refiere el artículo 51 de esta Ley, bienes inmuebles, muebles y valores que pudieren incrementar su valor o, en general, que mejoren sus condiciones, así como obtener cualquier ventaja o beneficio privado, como resultado de información privilegiada de la cual haya tenido conocimiento. 

ARTÍCULO 55. Para efectos del artículo anterior, se considera información privilegiada la que obtenga el servidor público con motivo de sus funciones y que no sea del dominio público. 

La restricción prevista en el artículo anterior será aplicable inclusive cuando el servidor público se haya retirado del empleo, cargo o comisión, hasta por un plazo de un año. 

ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; o cuando realiza por sí o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí. 

ARTÍCULO 57. Incurre en actuación bajo conflicto de interés el servidor público que intervenga por motivo de su empleo, cargo o comisión en cualquier forma, en la atención, tramitación o resolución de asuntos en los que tenga conflicto de interés o impedimento legal. 

Al tener conocimiento de los asuntos mencionados en el párrafo anterior, el servidor público informará tal situación al jefe inmediato o el órgano que determinen las disposiciones aplicables de la institución de adscripción, solicitando sea excusado de participar en cualquier forma en la atención, tramitación o resolución de los mismos. 

Será obligación del jefe inmediato determinar y comunicarle al servidor público, a más tardar cuarenta y ocho horas antes del plazo establecido para atender el asunto en cuestión, los casos en que no sea posible abstenerse de intervenir en los asuntos, así como establecer instrucciones por escrito para la atención, tramitación o resolución imparcial y objetiva de dichos asuntos. 

ARTÍCULO 58. Será responsable de contratación indebida el servidor público que autorice cualquier tipo de contratación, así como la selección, nombramiento o designación, de quien se encuentre impedido por disposición legal o inhabilitado por resolución de autoridad competente para ocupar un empleo, cargo o comisión en el servicio público o inhabilitado para realizar contrataciones con los entes públicos, siempre que en el caso de las inhabilitaciones, al momento de la autorización, éstas se encuentren inscritas en el Sistema Estatal de Servidores Públicos y Particulares Sancionados de la Plataforma Digital Estatal. 

ARTÍCULO 59. Incurrirá en enriquecimiento oculto u ocultamiento de conflicto de interés el servidor público que falte a la veracidad en la presentación de las declaraciones de situación patrimonial o de intereses, que tenga como fin ocultar, respectivamente, el incremento en su patrimonio o el uso y disfrute de bienes o servicios que no sea explicable o justificable, o un conflicto de interés. 

ARTÍCULO 60. Cometerá tráfico de influencias el servidor público que utilice la posición que su empleo, cargo o comisión le confiere para inducir a que otro servidor público efectúe, retrase u omita realizar algún acto de su competencia, para generar cualquier beneficio, provecho o ventaja para sí o para alguna de las personas a que se refiere el artículo 51 de esta Ley. 

ARTÍCULO 61. Será responsable de encubrimiento el servidor público que cuando en el ejercicio de sus funciones llegare a advertir actos u omisiones que pudieren constituir faltas administrativas, realice deliberadamente alguna conducta para su ocultamiento.

ARTÍCULO 62. Cometerá desacato el servidor público que, tratándose de requerimientos o resoluciones de autoridades fiscalizadoras, de control interno, judiciales, electorales, laborales, o en materia de defensa de los derechos humanos o cualquier otra competente, proporcione información falsa, así como no dé respuesta alguna, retrase deliberadamente y sin justificación la entrega de la información, a pesar de que le hayan sido impuestas medidas de apremio conforme a las disposiciones aplicables. 

Igualmente, cometerán desacato los servidores públicos que, tratándose de requerimientos o resoluciones de autoridades laborales, retrasen deliberadamente y sin justificación el pago de un laudo laboral declarado firme y que no hayan hecho gestiones tendientes para su pago durante su administración. Conducta sancionada conforme lo establecido por el artículo 77 de esta Ley y, en caso de que la persona demandada ya no sea servidor público, se aplicarán las sanciones establecidas en la fracción IV del mismo numeral. 

ARTÍCULO 63. Los servidores públicos responsables de la investigación, substanciación y resolución de las faltas administrativas incurrirán en obstrucción de la justicia cuando: 

I. Realicen cualquier acto que simule conductas no graves durante la investigación de actos u omisiones calificados como graves en la presente Ley y demás disposiciones aplicables; 

II. No inicien el procedimiento correspondiente ante la autoridad competente, dentro del plazo de treinta días naturales, a partir de que tengan conocimiento de cualquier conducta que pudiera constituir una falta administrativa grave, Faltas de particulares o un acto de corrupción, y 

III. Revelen la identidad de un denunciante anónimo protegido bajo los preceptos establecidos en esta Ley. 

Para efectos de la fracción anterior, los servidores públicos que denuncien una falta administrativa grave, o sean testigos en el procedimiento, podrán solicitar medidas de protección que resulten razonables. La solicitud deberá ser evaluada y atendida de manera oportuna por el ente público donde presta sus servicios el denunciante.”
De lo anterior, puede concluirse entonces, que la facultad sancionadora del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, opera en contra de los servidores públicos, una vez que los actos denunciados se adecúen a las faltas previstas por el Capítulo II del Título Tercero, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios, siendo las siguientes:

a) Cohecho.
b) Peculado.

c) Desvió de recursos.

d) Utilización indebida de información.

e) Abuso de funciones.

f) Actuación bajo conflicto de interés.

g) Contratación indebida.

h) Enriquecimiento oculto u ocultamiento de conflicto de interés.

i) Tráfico de influencias.
j) Encubrimiento.

k) Desacato, y;

l) Obstrucción de la justicia.
En ese sentido, resultó erróneo que la autoridad investigadora, Titular de la Unidad Investigadora del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en el informe de presunta responsabilidad de ocho de abril de dos mil veintidós, encuadrara las conductas atribuidas al servidor público **********, en la falta administrativa grave de abuso de funciones, establecida por el artículo 56, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios
, toda vez que dicha infracción se refiere a la conducta llevada a cabo por parte de los servidores públicos que se identifica con los verbos rectores de realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios para generar un beneficio para sí o para un tercero, o bien para causar perjuicio a persona alguna o al servicio público.

O cuando se actualice alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí, que hace referencia al tipo de violencia política contra la mujer, en el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales, lo cual se abordara párrafos adelante.
Asimismo, se deduce que el bien jurídico que se tutela es el servicio público, el cual se rige por los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que se reconocen por el artículo 109, fracción III párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

De esta forma, se trata de una falta administrativa de acción, pues se consuma con un hacer del sujeto activo a partir de la realización o inducción de actos u omisiones arbitrarios para generar un beneficio para sí o para un tercero, o para generar un perjuicio al servicio público o a persona alguna.

Cabe señalar, además, que de acuerdo con el texto legal, la falta administrativa de abuso de funciones se presenta como una conducta de resultado, pues la norma prevé que debe traducirse en cualquier beneficio para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte, o bien en un perjuicio en contra del servicio público o a una persona.
Con base en lo expuesto, debe precisarse que los elementos del tipo administrativo de abuso de funciones son los siguientes:

a) Que el sujeto activo tenga el carácter de servidor público.

b) La realización o inducción por parte de dicho funcionario para llevar a cabo actos u omisiones que generen un perjuicio o un beneficio, y que este último sea para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, parientes civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas formen parte; o que el perjuicio generado sea en contra del servicio público o de una persona.
c) Que la realización o inducción de esos actos u omisiones, deriven de las funciones que le sean conferidas como servidor público o se valga de las que tenga.

d) O, cuando se actualice alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí
, que hace referencia al tipo de violencia política contra la mujer, en el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales.
Por lo que, es evidente que la conducta de posible acoso y/o hostigamiento sexual en el ámbito laboral, en agravio de las terceros de iniciales**********y**********, atribuida al servidor público **********, no tiene identidad con los elementos del tipo administrativo de abuso de funciones, ni encuentra identidad con alguna de las faltas administrativas calificadas y/o denominadas como graves en el referido Capítulo II, del Título Tercero, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Sin embargo, se patentiza que dicha conducta encuadra en la contemplada en el artículo 48 fracción I, de la citada Ley de Responsabilidades, como causa de responsabilidad administrativa de las calificadas como no graves, cuando los servidores públicos realicen actos u omisiones que transgredan la obligación de cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás servidores públicos como a los particulares, observando para ello, lo dispuesto por el código de ética que al efecto sea emitido por las contralorías o los órganos internos de control; el cual es al tenor siguiente: 

“ARTÍCULO 48. Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:

I. Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás Servidores Públicos como a los particulares con los que llegare a tratar, en los términos que se establezcan en el código de ética a que se refiere el artículo 16 de esta Ley
; […]”
En ese contexto, quien aquí resuelve considera resulta aplicable al caso, el Código de Ética de los Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí
, el cual tiene por objeto establecer un marco de principios, valores y reglas, que sirvan como referencia para buscar la excelencia en el comportamiento de todas y todos los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, en las relaciones laborales y en las interacciones con la población a la que se le otorgan servicios, siendo de aplicación y observancia obligatoria durante su vigencia para todas y todos los servidores públicos de la Administración Pública Municipal de San Luis Potosí, toda vez que el servidor público encausado **********, se desempeñó como Director de Deportes del Ayuntamiento de San Luis Potosí en la Administración Pública Municipal del uno de octubre dos mil dieciocho al treinta de septiembre dos mil veintiuno.

En ese orden de ideas, conviene traer a cuenta lo establecido en los artículos 6° fracciones I, VIII y XIV, 7, fracciones III y VIII y 9 fracciones I y II, del citado Código, donde se establecen los principios rectores del servicio público de legalidad, integridad, y profesionalismo, así como los valores de interés público y respeto a los derechos humanos, los cuales son del tenor siguiente:

“Artículo 6º. En congruencia con los principios estipulados por el Sistema tanto Nacional como Estatal Anticorrupción, las y los servidores públicos municipales deberán observar los siguientes principios constitucionales y legales que rigen la función pública:

I. Legalidad: Las personas servidoras públicas hacen sólo aquello que las normas expresamente les confieren y en todo momento someten su actuación a las facultades que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que conocen y cumplen las disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones.

VIII. Profesionalismo: Las personas servidoras públicas deberán conocer, actuar y cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas de conformidad con las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuibles a su empleo, cargo o comisión, observando en todo momento disciplina, integridad y respeto, tanto a las demás personas servidoras públicas como a las y los particulares con los que llegare a tratar. […]

XIV. Integridad: Las personas servidoras públicas actúan siempre de manera congruente con los principios que se deben observar en el desempeño de un empleo, cargo, comisión o función, convencidas en el compromiso de ajustar su conducta para que impere en su desempeño una ética que responda al interés público y generen certeza plena de su conducta frente a todas las personas con las que se vinculen u observen su actuar. […]

Artículo 7º. Los valores que sirven de orientación y guía de la manera de ser y actuar de las y los servidores públicos de la Administración Pública Municipal de San Luis Potosí, son los siguientes: […]

III. Respeto a los Derechos Humanos: Las personas servidoras públicas respetan los derechos humanos, y en el ámbito de sus competencias y atribuciones, los garantizan, promueven y protegen. […]

VIII. Interés Público: Las personas servidoras públicas actúan buscando en todo momento la máxima atención de las necesidades y demandas de la sociedad por encima de intereses y beneficios particulares, ajenos a la satisfacción colectiva. […]

Artículo 9º. Las y los servidores públicos, al margen de los valores y principios éticos señalados en el presente Código y en las Reglas de Integridad para el ejercicio de la Función Pública Municipal, tendrán, en forma enunciativa más no limitativa, los deberes y actitudes éticas siguientes:

I. Ejercer sus obligaciones con estricta observancia a las disposiciones legales aplicables que rige su actuar como servidor público y fomentar la cultura de la legalidad;

II. Actuar con diligencia y con conocimiento de sus funciones, respetando los derechos humanos y fundamentales de las personas; […]”

Derivado de lo anterior, el Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, con el objeto de promover, fortalecer y propiciar la ética y conducta profesional en sus Servidores Públicos, así como propiciar de manera favorable su integridad, promoviendo acciones de transparencia, rendición de cuentas, legalidad y el combate a la corrupción, emitió las Reglas de Integridad para el Ejercicio de la Función Pública Municipal
.

De dichas Reglas de Integridad, se destaca la visible bajo el dígito trece, en la cual se estableció que todo servidor público en el desempeño de su empleo, cargo o comisión o función, debe conducirse en forma digna sin proferir expresiones, adoptar comportamientos, usar lenguaje o realizar acciones de hostigamiento o acoso sexual, manteniendo para ello una actitud de respeto hacia las personas con las que tiene o guarda una relación en la función pública. Dicha disposición es al tenor siguiente: 
“OCTAVO.-Se emiten las Reglas de Integridad para el ejercicio de la Función Pública Municipal de San Luis Potosí, con el objeto de contar con especificaciones pertinentes que generen acciones que promuevan los valores éticos dentro de la administración pública municipal así como prevenir posibles conflictos de interés de los Servidores Públicos Municipales en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, conforme a lo siguiente:

[…]

13. DEL COMPORTAMIENTO DIGNO

El servidor público en el desempeño de su empleo, cargo o comisión o función, se conducirá en forma digna sin proferir expresiones, adoptar comportamientos, usar lenguaje o realizar acciones de hostigamiento o acoso sexual, manteniendo para ello una actitud de respeto hacia las personas con las que tiene o guarda una relación en la función pública.

Vulneran ésta regla, de manera enunciativa más no limitativa, las conductas siguientes:

a. Realizar señales sexualmente sugerentes con las manos o a través de los movimientos del cuerpo.

b. Tener contacto físico sugestivo o de naturaleza sexual, como tocamientos, abrazos, besos, manoseo, jalones.

c. Hacer regalos, dar preferencias indebidas o notoriamente diferentes o manifestar abiertamente o de manera indirecta el interés sexual por una persona.

d. Llevar a cabo conductas dominantes, agresivas, intimidatorias, u hostiles hacia una persona para que se someta a sus deseos o intereses sexuales, o al de alguna otra u otras persona.

e. Espiar a una persona mientras ésta se cambia de ropa o está en el sanitario.

f. Condicionar la obtención de un empleo, su permanencia en él o las condiciones del mismo cambio de aceptar conductas de naturaleza sexual.

g. Obligar a la realización de actividades que no competen a sus labores u otras medidas disciplinarias en represalia por rechazar proposiciones de carácter sexual.

h. Condicionar la presentación de un trámite o servicio público o evaluación escolar a cambio de que la persona usuaria, estudiante o solicitante acceda a sostener conductas sexuales de cualquier naturaleza.

i. Expresar comentarios, burlas, piropos o bromas hacia otra persona referentes a la apariencia o a la anatomía con connotación sexual, bien sea presenciales o a través de algún medio de comunicación.

j. Realizar comentarios, burlas o bromas sugerentes respecto a la vida sexual de la otra persona, bien sea presenciales o a través de algún medio de comunicación.

k. Expresar insinuaciones, invitaciones, favores o propuestas a citas o encuentros de carácter sexual.

l. Emitir expresiones o utilizar lenguaje que denigre a las personas o pretenda colocarlas como objeto sexual.

m. Preguntar a una persona sobre historias, fantasías o preferencias sexuales o sobre su vida sexual.

n. Exhibir o enviar a través de algún medio de comunicación, carteles, calendarios, mensajes, fotos, afiches, ilustraciones u objetos con imágenes o estructuras de naturaleza sexual, no deseadas ni solicitadas por la persona receptora.

o. Difundir rumores o cualquier tipo de información sobre la vida sexual de una persona.

p. Expresar insultos o humillaciones de naturaleza sexual.

q. Mostrar deliberadamente partes íntimas del cuerpo a una o varias personas.”
Preceptos los anteriores, de los que se advierte que una de las formas que debe observar en el servicio público es la de conducirse con respeto, evitando realizar acciones entre otras, de hostigamiento o acoso sexual, manteniendo para ello una actitud de respeto hacia las personas con las que tiene o guarda una relación en la función pública.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa 23/2015
, determinó que en el servicio público, actuar con base en él respeto implica abstenerse de lesionar los derechos y la dignidad de las personas, lo que a su vez se relaciona con la "rectitud" y el "decoro".

Que por lo que se refiere a la connotación de la palabra "rectitud", hace alusión a un comportamiento propio o correcto; de ahí que, el Diccionario de la Lengua Española defina al vocablo "rectitud" como la recta razón o conocimiento práctico de lo que debemos hacer o decir, lo que se considera como un criterio o medida racional de las cosas, esto es, el principio a través del cual se puede juzgar de acuerdo con la recta razón.
Y que entonces, actuar con "rectitud" exige que el servidor público no sólo se conduzca racionalmente, sino que actúe de manera recta, justa e intachable, evitando, en consecuencia, toda conducta impropia o considerada social y jurídicamente como incorrecta.
Asimismo, el más Alto Tribunal estableció que "decoro" debe entenderse como el hábito o conducta que le es exigido a toda persona que forme parte del servicio público en atención a cuidar su comportamiento habitual en la vida pública, en donde está su actuar en el ámbito laboral, en su relación con las demás personas, sean o no compañeros de trabajo, lo que debe estar en concordancia y ser un reflejo de la institución a la que pertenece.
Que para considerar que un servidor público se conduce con respeto hacia los demás, se le debe exigir que, en las relaciones que con motivo de su empleo mantenga con sus jefes, colaboradores, compañeros de trabajo, subordinados y con toda persona con la que tenga relación derivado de las funciones que tiene encomendadas (ciudadanos en general), les dé o brinde un trato digno, cortés, cordial, decoroso, diligente y correcto, ya que el respeto constituye una de las bases sobre las cuales se sustenta la propia dignidad y se reconoce la dignidad de otros.
Y que entonces, para considerar que el comportamiento de un servidor público es respetuoso debe abstenerse de atentar contra la dignidad de cualquier persona con un comportamiento impropio, lo que podría implicar el uso de expresiones discriminatorias, agresivas o difamatorias, e incluso constituir un hostigamiento o acoso, porque ante la falta de respeto, se genera un ambiente laboral que se aparta del trato digno y con ello, de la cordialidad, cortesía, amabilidad e incluso del decoro y la rectitud.
Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que el acoso sexual consiste en una o varias conductas de naturaleza sexual como los contactos físicos indeseados, las insinuaciones u observaciones marcadamente sexuales, las exigencias sexuales verbales o de hecho, entre otros, que razonablemente resulten ofensivas o humillantes para quien la padece o soporta, ya que se realizan sin el consentimiento de la persona que los recibe y que, por ese hecho, vulneran su dignidad, integridad física o psíquica, libertad o seguridad.
Que se debe tener presente que las conductas que configuran el acoso sexual constituyen una forma de violencia debido a que implican un ejercicio abusivo de poder (de facto) de quien lleva a cabo conductas verbales o físicas de tipo sexual y generan un estado de indefensión y de riesgo en quien recibe esas agresiones. 
Y que en el caso de una conducta de acoso sexual, implica la infracción a los deberes encomendados a cada servidor público, ya que constituye una falta de respeto y rectitud en el comportamiento de quien deja de observarlos, por lo que resulta en todos los casos en una violación de los principios que rigen el servicio público, sumado a la lesión de la dignidad e integridad de quien recibe las insinuaciones y actos de índole sexual.
Así, se obtiene que para considerar que un servidor público se conduce con respeto hacia los demás, se le debe exigir que, en las relaciones que con motivo de su empleo mantenga con sus jefes, colaboradores, compañeros de trabajo, subordinados y con toda persona con la que tenga relación derivado de las funciones que tiene encomendadas (ciudadanos en general), les dé un trato digno, ya que el respeto constituye una de las bases sobre las cuales se sustenta la propia dignidad y se reconoce la dignidad de otros. 
Por tanto, respetar a alguien significa abstenerse de lesionar sus derechos y su dignidad como persona, para lo cual se exige un comportamiento apropiado y para considerar que el comportamiento de un servidor público es respetuoso debe abstenerse de atentar contra la dignidad de cualquier persona con un comportamiento impropio, lo que podría implicar el uso de expresiones discriminatorias, agresivas o difamatorias, e incluso constituir un hostigamiento o acoso.
En tal virtud, la posible conducta de acoso y/o hostigamiento sexual en el ámbito laboral, en agravio de las terceros de iniciales**********y**********, atribuida al servidor público **********, es incompatible con los principios rectores del servicio público de legalidad, integridad, y profesionalismo contenidos en el 6° fracciones I, VIII y XIV, del Código de Ética de los Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí, así como de los valores de interés público y respeto a los derechos humanos contenidos en los artículos 7, fracciones III y VIII y 9 fracciones I y II del mismo Código, y contraviene la Reglas de Integridad para el Ejercicio de la Función Pública Municipal, por lo que encuadra con la falta administrativa no grave prevista por el artículo 48 fracción I, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
A razón de lo anterior, si la conducta atribuida a **********, no puede reputarse como grave, la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, carecía de competencia para resolver sobre la conducta referida, pues atendiendo a las atribuciones que la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí y la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, le confieren, no es factible que resuelva sobre una falta calificada y/o denominada como no grave.
En ese sentido, la competencia para resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa instaurado en contra de **********, correspondía a la autoridad resolutora de la Contraloría Interna Municipal de San Luis Potosí, en términos de lo previsto en los artículos 3, fracción IV inciso a, y 9 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí, 86 fracción XV de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, así como 4°, fracción III, inciso a, y 20 fracción II, del Protocolo para Prevenir, Atender, Investigar y Sancionar los Casos de Hostigamiento Sexual y Acoso Sexual en el Gobierno Municipal de San Luis Potosí; toda vez que el servidor público denunciado, al momento de los hechos imputados se desempeñó como Director de Deporte de dicho Ayuntamiento. 

Los artículos citados, disponen:
Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí

“ARTÍCULO 3º. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será: 

a) La unidad de responsabilidades administrativas; el servidor público asignado en las contralorías o, los órganos internos de control. […]
ARTÍCULO 9º. Las contralorías y los órganos, en el ámbito de su competencia, se encargarán de la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas.

Tratándose de actos u omisiones que hayan sido calificados como faltas administrativas no graves, las contralorías y los órganos internos de control serán competentes para iniciar, substanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa en los términos previstos en esta Ley; con excepción sólo en cuanto a la resolución y aplicación de sanciones, de los diputados, magistrados, auditor superior, fiscal general, contralores, miembros de los ayuntamientos, y organismos constitucionales autónomos, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 3º fracción IV de este Ordenamiento.

En el supuesto de que las autoridades investigadoras determinen en su calificación la existencia de faltas administrativas graves, así como la presunta responsabilidad del infractor, deberán elaborar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, y presentarlo a la autoridad substanciadora para que proceda en los términos previstos en esta Ley.”

Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí

“ARTÍCULO 86. […]

XV. Conocer e investigar las conductas de los servidores públicos de la Administración Pública Municipal y de los particulares, que pudieran constituir responsabilidades administrativas; así como substanciar los procedimientos correspondientes conforme a lo establecido en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí por sí, o por conducto de los órganos internos de control que correspondan a cada área de la Administración Pública Municipal; para lo cual podrán aplicar las sanciones que correspondan en los casos que no sean de la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; y, cuando se trate de faltas administrativas graves o de faltas administrativas de particulares, emitir el informe de presunta responsabilidad administrativa y ejercer la acción que corresponda ante ese Tribunal o ante la Auditoría Superior del Estado; así como presentar las denuncias correspondientes ante la Fiscalía Especializada en Materia de Delitos Relacionados con Hechos de Corrupción y ante otras autoridades competentes, en términos de las disposiciones legales aplicables;”

Protocolo para Prevenir, Atender, Investigar y Sancionar los Casos de Hostigamiento Sexual y Acoso Sexual en el Gobierno Municipal de San Luis Potosí

“Artículo 4. Para efectos del presente protocolo, se entenderá por:

III. Autoridad resolutora: Tratándose de faltas administrativas serán: 

a) La persona servidora pública asignada en la Contraloría; […]
Artículo 20. Las autoridades que conocerán del procedimiento establecido en este protocolo, son las siguientes, mismas que deberán trabajar en forma coordinada:

II. La Contraloría Interna Municipal, quien a través de sus áreas fungirá como autoridad investigadora, substanciadora y resolutora en los casos que establece la Ley;[…]”.

Por lo que, una vez advertida la ausencia de competencia de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, para resolver sobre la conducta atribuida al servidor público **********, en el informe de presunta responsabilidad de ocho de abril de dos mil veintidós, se actualiza en la especie la hipótesis de improcedencia prevista en la fracción II, del artículo 196 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas
.
En virtud de las consideraciones anteriores, este Órgano Jurisdiccional procede a REVOCAR la sentencia emitida por la Segunda Sala Unitaria el nueve de mayo dos mil veinticuatro, en el procedimiento de responsabilidad administrativa **********, en virtud de que carece de competencia, para conocer y resolver sobre la conducta atribuida al servidor público **********, en el informe de presunta responsabilidad de ocho de abril de dos mil veintidós, atendiendo a que los razonamientos y fundamentos plasmados en la presente sentencia, patentizan que la conducta atribuida al servidor público denunciado no es de las que encuadran como graves.

Consecuentemente, conforme a lo dispuesto en fracción I, del artículo 197 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas
, en relación con el párrafo segundo del artículo 220, de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí
, se decreta el Sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa **********.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada **********para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE
PRIMERO. Se REVOCA la sentencia emitida por la Segunda Sala Unitaria el nueve de mayo de dos mil veinticuatro, en el procedimiento de responsabilidad administrativa **********, en virtud de que carece de competencia, para conocer y resolver sobre la conducta atribuida al servidor público **********
SEGUNDO. Se decreta el SOBRESEIMIENTO del procedimiento de responsabilidad administrativa **********, dada la incompetencia de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, para conocer de la controversia sometida a su potestad, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el último considerando de la presente resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal al servidor público encausado ********** y a las terceros de identidad reservada con iniciales**********y**********; y por oficio, a la autoridad investigadora; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Melissa del Carmen Vega Ramírez, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 93. La investigación por la presunta responsabilidad de faltas administrativas iniciará de oficio, por denuncia o derivado de las auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su caso, de auditores externos.


Las denuncias podrán ser anónimas.


En su caso, las autoridades investigadoras mantendrán con carácter de confidencial la identidad de las personas que denuncien las presuntas infracciones, y de ser necesario brindarán la protección que establece la Ley.”





�“Artículo 217. […] El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 13-16 del Toca.


� Foja 31 y 32 del toca.


� Foja 33 del toca.


�“Artículo 219. La Sala Superior del Tribunal deberá resolver en el plazo de tres días hábiles si admite el recurso de apelación, o lo desecha por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia. 


[…] 


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”





� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”





“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� “ARTÍCULO 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.”


� “ARTÍCULO 221. La personalidad o legitimación de las partes, deberá ser analizada de oficio por las Salas.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”








� Según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 73 del expediente de origen.


� Fojas 2-4 del expediente de origen.


� Fojas 176-181 del expediente de origen.


� Foja 44 del expediente de responsabilidad administrativa RA-29/2022/2 y  su acumulado.


� Fojas 97-116 del expediente de responsabilidad administrativa RA-34/2022/2 y  su acumulado RA-35/2022/1. 


� Jurisprudencia P./J. 43/2014 “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES”, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 7, junio de 2014, t. I, p. 41.


� Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión o en la Administración Pública Federal, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.


� ARTÍCULO 133. Para conocer la verdad de los hechos, las autoridades resolutoras podrán valerse de cualquier persona o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a terceros, sin más limitación que la de que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente, y con pleno respeto a los derechos humanos, solo estará excluida la confesional a cargo de las partes por absolución de posiciones


� “Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí: ART. 153.- Es nulo lo actuado por el juez que fuere declarado incompetente, salvo: […]”.  (De aplicación supletoria en la materia de conformidad con el artículo 217, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo)





� Jurisprudencia P./J. 21/2009, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, número de registro 167557, visible en la página 5, Tomo XXIX, Abril de 2009, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.


� Registro digital: 2013692 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/20 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 39, Febrero de 2017, Tomo III, página 1956 Tipo: Jurisprudencia


� “ARTÍCULO 9º. Las contralorías y los órganos, en el ámbito de su competencia, se encargarán de la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas. Tratándose de actos u omisiones que hayan sido calificados como faltas administrativas no graves, las contralorías y los órganos internos de control serán competentes para iniciar, substanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa en los términos previstos en esta Ley; con excepción sólo en cuanto a la resolución y aplicación de sanciones, de los diputados, magistrados, auditor superior, fiscal general, contralores, miembros de los ayuntamientos, y organismos constitucionales autónomos, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 3º fracción IV de este Ordenamiento. En el supuesto de que las autoridades investigadoras determinen en su calificación la existencia de faltas administrativas graves, así como la presunta responsabilidad del infractor, deberán elaborar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, y presentarlo a la autoridad substanciadora para que proceda en los términos previstos en esta Ley.”





 “ARTÍCULO 96. Para el cumplimiento de sus atribuciones, las autoridades investigadoras llevarán de oficio las auditorías o investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia. Lo anterior sin menoscabo de las investigaciones que se deriven de las denuncias a que se hace referencia en el capítulo anterior.”





“ARTÍCULO 102. Concluidas las diligencias de investigación, las autoridades investigadoras procederán al análisis de los hechos, así como de la información recabada, a efecto de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones que la ley señale como falta administrativa y, en su caso, calificarla como grave o no grave. Una vez calificada la conducta en los términos del párrafo anterior, se incluirá la misma en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y este se presentará ante la autoridad substanciadora a efecto de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa. Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la existencia de la infracción y la presunta responsabilidad del infractor, se emitirá un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios o pruebas y no hubiere prescrito la facultad para sancionar. Dicha determinación, en su caso, se notificará a los servidores públicos y particulares sujetos a la investigación, así como a los denunciantes cuando éstos fueren identificables, dentro los diez días hábiles siguientes a su emisión.”





“ARTÍCULO 117. La autoridad a quien se encomiende la substanciación y, en su caso, resolución del procedimiento de responsabilidad administrativa, deberá ser distinto de aquél o aquellos encargados de la investigación. Para tal efecto, las contralorías, los órganos internos de control, la Auditoría Superior, contarán con la estructura orgánica necesaria para realizar las funciones correspondientes a las autoridades investigadoras y substanciadoras, y garantizarán la independencia entre ambas en el ejercicio de sus funciones.”


� Fojas 3, 4, 5 y 6 del tomo complementario del expediente de origen **********


� “ARTÍCULO 56. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 51 de esta Ley o para causar perjuicio a alguna persona o al servicio público; o cuando realiza por sí o a través de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 4º fracción XIII, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí.”





� “Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente: […] 


III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones.[…]”


� “ARTÍCULO 4º. Para efecto de la aplicación de los programas y acciones del Estado y los municipios, que deriven del cumplimiento de la presente Ley y del Programa Estatal, así como para la interpretación de este Ordenamiento, se entiende que los tipos de violencia que se presentan contra las mujeres son: […]


XIII. Violencia política contra las mujeres en razón de género: es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando se dirijan a una mujer por su condición de mujer; le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en ella.


La violencia política contra las mujeres en razón de género, puede expresarse en:


a) Incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales que reconocen el ejercicio pleno de los derechos políticos de las mujeres.


b) Restringir o anular el derecho al voto libre y secreto de las mujeres, u obstaculizar sus derechos de asociación y afiliación a todo tipo de organizaciones políticas y civiles, en razón de género.


c) Ocultar información u omitir la convocatoria para el registro de candidaturas o para cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones en el desarrollo de sus funciones y actividades.


d) Proporcionar a las mujeres que aspiran a ocupar un cargo de elección popular información falsa, incompleta o imprecisa que impida su registro como candidata.


e) Proporcionar a las mujeres que ocupan un cargo de elección popular, información falsa, incompleta o imprecisa, que induzca al incorrecto ejercicio de sus atribuciones.


f) Proporcionar información incompleta o datos falsos a las autoridades administrativas, electorales o jurisdiccionales, con la finalidad de menoscabar los derechos políticos de las mujeres y la garantía del debido proceso.


g) Obstaculizar la campaña de modo que se impida que la competencia electoral se desarrolle en condiciones de igualdad.


h) Realizar o distribuir propaganda política o electoral que calumnie, degrade o descalifique a una candidata basándose en estereotipos de género que reproduzcan relaciones de dominación, desigualdad o discriminación contra las mujeres, con el objetivo de menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos políticos y electorales.


i) Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que denigre o descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus derechos.


j) Difundir información falsa relativa a las funciones político-públicas, con el objetivo de desprestigiar la gestión de las mujeres electas y obtener contra su voluntad la renuncia y/o licencia al cargo que ejercen o postulan.


k) Ejercer violencia física, sexual, simbólica, psicológica, económica o patrimonial contra una mujer en ejercicio de sus derechos políticos.


l) Divulgar imágenes, mensajes o información privada de una mujer candidata o en funciones, por cualquier medio físico o virtual, con el propósito de desacreditarla, difamarla, denigrarla y poner en entredicho su capacidad o habilidades para la política; o para menoscabar su dignidad como ser humano, y utilizar la misma para obtener contra su voluntad la renuncia y/o licencia al cargo que ejerce o postula, con base en estereotipos de género.


m) Amenazar, intimidar o presionar a una o varias mujeres o a su familia o colaboradores, con el objeto de inducir su renuncia a la candidatura o al cargo para el que fue electa o designada.


n) Impedir, por cualquier medio, que las mujeres electas o designadas a cualquier puesto o encargo público tomen protesta de su encargo, asistan a las sesiones ordinarias o extraordinarias o a cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones y el ejercicio del cargo, impidiendo o suprimiendo su derecho a voz y voto.


ñ) Restringir los derechos políticos de las mujeres con base en la aplicación de tradiciones, costumbres o sistemas normativos internos o propios, que sean violatorios de los derechos humanos.


o) Imponer, con base en estereotipos de género, la realización de actividades distintas a las atribuciones propias de la representación política, cargo o función.


p) Discriminar a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos por encontrarse en estado de embarazo, parto, puerperio, o impedir o restringir su reincorporación al cargo tras hacer uso de la licencia de maternidad o de cualquier otra licencia contemplada en la normatividad.


q) Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución inherente al cargo que ocupe la mujer, incluido el pago de salarios, dietas u otras prestaciones asociadas al ejercicio del cargo, en condiciones de igualdad.


r) Obligar a una mujer, mediante fuerza, presión o intimidación, a suscribir documentos o avalar decisiones contrarias a su voluntad o a la ley


s) Obstaculizar o impedir el acceso a la justicia de las mujeres para proteger sus derechos políticos.


t) Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución inherente al cargo político que ocupa la mujer, impidiendo el ejercicio del cargo en condiciones de igualdad.


u) Imponer sanciones injustificadas o abusivas, impidiendo o restringiendo el ejercicio de sus derechos políticos en condiciones de igualdad. O


v) Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de un cargo político, público, de poder o de decisión, que afecte sus derechos políticos electorales.


La violencia política contra las mujeres en razón de género, se sancionará en los términos establecidos en la legislación electoral, penal, y de responsabilidades administrativas; […]”


� “ARTÍCULO 16. Los servidores públicos deberán observar el código de ética que al efecto sea emitido por las contralorías o los órganos internos de control, conforme a los lineamientos que emita el Sistema Estatal Anticorrupción, para que en la actuación de los servidores públicos impere una conducta digna que responda a las necesidades de la sociedad y que oriente su desempeño.


El código de ética a que se refiere el párrafo anterior, deberá hacerse del conocimiento de los servidores públicos de la dependencia o entidad de que se trate, así como darle la máxima publicidad.”





�Publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el diecinueve de marzo de dos mil diecinueve.


“Artículo 1º. El presente Código de Ética, tiene por objeto establecer un marco de principios, valores y reglas, que sirvan como referencia para buscar la excelencia en el comportamiento de todas y todos los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, en las relaciones laborales y en las interacciones con la población a la que se le otorgan servicios.





Artículo 2º. Los principios y valores previstos en el presente Código son de aplicación y  observancia obligatoria para todas y todos los servidores públicos que laboren en la Administración Pública Municipal de San Luis Potosí, en todos sus niveles y jerarquías, bajo cualquier régimen contractual.”


� Publicado en la Gaceta del Municipio de San Luis Potosí, en marzo de dos mil diecinueve.


�� HYPERLINK "https://www.supremacorte.gob.mx/sites/default/files/resposabilidades%20administrativas/engrose/2019-01/23-2015_Resolucion_vp_R.pdf" �https://www.supremacorte.gob.mx/sites/default/files/resposabilidades%20administrativas/engrose/2019-01/23-2015_Resolucion_vp_R.pdf�





� LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS


“Artículo 196. Son causas de improcedencia del procedimiento de responsabilidad administrativa, las siguientes: […]


II. Cuando los hechos o las conductas materia del procedimiento no fueran de competencia de las autoridades substanciadoras o resolutoras del asunto. En este caso, mediante oficio, el asunto se deberá hacer del conocimiento a la autoridad que se estime competente; […]”





� “Artículo 197. Procederá el sobreseimiento en los casos siguientes:


I. Cuando se actualice o sobrevenga cualquiera de las causas de improcedencia previstas en


esta Ley; […]”





� “ARTÍCULO 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados.


En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”





� “ARTÍCULO 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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